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I. MEDIO AMBIENTE Y BIODIVERSIDAD EN EL CONTEXTO DE LAS ESTRATEGIAS 

SECTORIALES DEL BANCO 

A. El Documento de Marco Sectorial de Medio Ambiente y Biodiversidad 
como parte de las regulaciones existentes   

1.1 Este Documento de Marco Sectorial (SFD, por sus siglas en inglés) de Medio 
Ambiente y Biodiversidad ha sido preparado de acuerdo con los lineamientos del 
documento “Estrategias, Políticas, Marcos Sectoriales y Lineamientos en el BID” 
(GN-2670-1), el cual norma las estrategias, políticas, marcos sectoriales y 
lineamientos a fin de orientar el trabajo del Banco para la generación de 
conocimiento, el diálogo con los países y el trabajo operativo en medio 
ambiente. Este SFD tiene como propósito brindar al Banco una orientación 
concreta, pero flexible, para atender la diversidad de desafíos y contextos 
institucionales que enfrentan a distintos niveles los 26 países miembros 
prestatarios del Banco en el tema de medio ambiente, rigiendo así su 
financiamiento para operaciones con y sin garantía soberana.  

1.2 El presente SFD se sustenta en los principios y directrices de transversalidad de: 
(i) la Política de Medio Ambiente y Cumplimiento de Salvaguardias (OP-703); 
(ii) la Política Operativa sobre Pueblos Indígenas (OP-765); y (iii) la Política 
sobre Gestión del Riesgo de Desastres (OP-704). Estas políticas son 
documentos normativos que se aplican a todas las intervenciones del Banco. En 
cambio, este Documento de Marco Sectorial no es normativo, y su enfoque es 
estratégico y orientador, estableciendo prioridades operativas y analíticas.   

1.3 Posterior a la aprobación del SFD de Medio Ambiente y Biodiversidad, la 
Estrategia Manejo de Recursos Marinos y Costeros de América Latina y el 
Caribe (GN-1906-2) quedará sin efecto, según lo indicado en documento 
GN-2670-1. El contenido de dicha estrategia sectorial que se considera 
pertinente se ha incorporado en el presente SFD, según lo indicado en el 
Anexo II del documento GN-2670-1. 

B. El SFD de Medio Ambiente y Biodiversidad como parte de la Estrategia de 
Mitigación y Adaptación al Cambio Climático, y de Energía Sostenible y 
Renovable    

1.4 El presente SFD se enmarca dentro de la “Estrategia de Mitigación y Adaptación 
al Cambio Climático, y de Energía Sostenible y Renovable” (GN-2609-1), 
particularmente en lo referente al manejo sostenible de los recursos naturales. 
La respuesta al fenómeno de cambio climático requiere mitigar el daño ya 
realizado (calentamiento global) controlando los niveles de emisiones de gases 
de efecto invernadero para llegar a metas globales de estabilización climática y 
adaptarse localmente a los posibles impactos causados por este calentamiento, 
reduciendo así pérdidas y daños. Todas las medidas de mitigación y adaptación 
que hacen parte de esta Estrategia son medidas necesarias y prioritarias de la 
gestión ambiental. En este SFD se abordan en forma integral los desafíos 
ambientales, que independientemente del cambio climático, son determinantes 
del desarrollo sostenible y de la calidad de vida de los países. Estos desafíos 
incluyen, entre otros, la contaminación atmosférica por emisiones de gases 
nocivos, en adición a los gases de efecto invernadero, la contaminación hídrica 
por descargas de aguas negras e industriales, la degradación y sobreexplotación 
del capital natural que resulta en pérdidas de biodiversidad más allá de su 



- 2 -  

 

 
 

capacidad de regeneración natural, y la persistencia en el ambiente de residuos 
sólidos y peligrosos. 

1.5 A su vez, este SFD se enmarca en la “Estrategia de Infraestructura Sostenible 
para la Competitividad y el Crecimiento Inclusivo” (GN-2710-5), destacando el 
capital natural y la calidad del medio ambiente como factores que contribuyen a 
la competitividad, la generación de ingresos, el desarrollo de infraestructura 
verde y la mejor calidad de vida de las poblaciones, particularmente de grupos 
vulnerables.  

1.6 En términos operativos este SFD se relaciona sectorialmente con los siguientes 
Documentos de Marco Sectorial: (i) Agricultura y Gestión de Recursos Naturales 
(GN-2709-2), que aborda la sostenibilidad de los recursos naturales en su 
contexto de insumo productivo para el desarrollo agropecuario, forestal y 
pesquero; (ii) Turismo (GN-2779-3), que identifica la puesta en valor del 
patrimonio natural y la biodiversidad como factor de competitividad turística; 
(iii) Agua y Saneamiento (GN-2781-3), que establece acciones prioritarias para 
la gestión del recurso hídrico; (iv) Transporte (GN-2740-3), Energía (en 
preparación) y Cambio Climático (en preparación), que establecen prioridades 
de acción consistentes con la reducción de huella de carbono y la adaptación al 
cambio climático; (v) Integración y Comercio (GN-2715-2), que reconoce la 
importancia de la sostenibilidad ambiental en el ámbito de los acuerdos 
internacionales de integración y comercio; y (vi) Género y Diversidad 
(GN-2800-3) que identifica a la equidad de género y el desarrollo con identidad 
como temas transversales para una efectiva sostenibilidad en el uso de los 
recursos naturales, gestión de riesgos y respuesta efectiva al cambio climático.  

1.7 Este SFD recoge los principios de sostenibilidad ambiental consistentes con los 
acuerdos multilaterales, convenciones o tratados internacionales en materia de 
sostenibilidad ambiental a los que los países de la región se han adherido. Para 
el propósito de este SFD, y consistente con la Política de Medio Ambiente y 
Cumplimiento de Salvaguardias (OP-703), el término “Medio Ambiente” se define 
en su sentido más amplio que incluye factores del medio natural (físico/biótico) y 
factores sociales relacionados a los anteriores. Asimismo, el término de “Capital 
Natural” se refiere a los componentes de los ecosistemas, incluyendo la 
biodiversidad, que contribuyen a la generación de bienes y servicios valiosos a 
la humanidad en el presente y a futuro (Guerry et al. 2015). En este contexto, el 
SFD respalda el desarrollo sostenible a través de la integración de la 
biodiversidad y los servicios ecosistémicos en los sectores económicos y 
establece la transversalidad como una dimensión subyacente para la aplicación 
de criterios de sostenibilidad en todos los sectores de financiamiento del Banco, 
fundamentado en los principios de competitividad, inclusión social y alcance 
global y regional. 

1.8 En la implementación de este SFD, el Banco buscará adaptar las intervenciones 
a las necesidades específicas, políticas nacionales y a las demandas de cada 
país, así como a las particularidades de cada cliente, teniendo en cuenta la 
heterogeneidad geográfica, social y cultural existente en América Latina y el 
Caribe (ALC). En tal sentido, este SFD no es restrictivo sino estratégico e 
indicativo. La especificidad de las intervenciones se definirán como resultado del 
diálogo con los países. 
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1.9 El presente documento ha sido estructurado en cinco secciones. La Sección II, 
presenta los hallazgos principales de la evidencia empírica internacional sobre la 
eficacia de políticas y acciones relevantes a la gestión del medio ambiente y el 
capital natural. La Sección III ofrece un diagnóstico identificando los desafíos 
que ALC enfrenta en materia de medio ambiente. La Sección IV resume las 
lecciones aprendidas que surgen de la actuación del Banco en el tema de medio 
ambiente a partir de las recomendaciones de la Oficina de Evaluación y 
Supervisión (OVE, por sus siglas en inglés) y los Informes de Terminación de 
Proyecto (PCR, según sus siglas en inglés), y destaca las ventajas comparativas 
del Banco. Finalmente, la Sección V presenta las metas, principios de trabajo, 
dimensiones de éxito, líneas de acción y actividades prioritarias. 

II. EVIDENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA EFICACIA DE POLÍTICAS Y PROGRAMAS 

EN MEDIO AMBIENTE Y BIODIVERSIDAD E IMPLICACIONES PARA EL TRABAJO DEL 

BANCO   

2.1 Esta sección presenta la evidencia empírica respecto a acciones necesarias y 
fundamentales para alcanzar un buen desempeño ambiental, en tres 
dimensiones clave: (i) el marco de políticas, gobernanza e instrumentos de 
gestión; (ii) la transversalidad multisectorial y la participación competitiva del 
sector privado; y (iii) la inclusión social. El capítulo se inicia con un recuento del 
debate sobre crecimiento, competitividad y medio ambiente, para demostrar que 
invertir en infraestructura y desarrollo económico, mientras se conserva el medio 
ambiente y el capital natural es una estrategia viable e inteligente de desarrollo 
sostenible. 

A. Competitividad, crecimiento y medio ambiente 

2.2 A nivel de algunos decisores de política y segmentos de la sociedad en ALC, 
existe todavía una creencia convencional de que las regulaciones ambientales 
imponen costos significativos, frenan el crecimiento de la productividad, y por lo 
tanto traban la capacidad de las empresas de competir en mercados 
internacionales. Esta posición se refuerza con una interpretación literal de la 
Curva de Kuznets Ambiental (CKA), popularizada en la década de los noventa 
por varios economistas que señalan que la degradación ambiental se relaciona 
con la renta per cápita de los países siguiendo un patrón en forma de 
U invertida, según la cual, inicialmente, la degradación ambiental aumentaría 
con el desarrollo económico pero, a partir de un determinado nivel de renta per 
cápita, el aumento de éste supondría una mejoría de la calidad ambiental 
(Grossman y Krueger 1995). La interpretación común es que los países que 
caen en un primer segmento de la CKA estarían más interesados en generar 
trabajo e ingresos que en un ambiente limpio, lo que lleva a algunos decisores 
de política a adoptar la posición de que primero hay que crecer y después 
descontaminar.   

2.3 Sin embargo, Copeland y Taylor (2004), entre otros, en sus investigaciones 
sobre comercio, crecimiento y medio ambiente, empleando un modelo de 
equilibrio general simplificado, concluyen que hay una amplia evidencia que 
confirma que el crecimiento de los niveles de ingreso de los países afecta en 
forma positiva la calidad y el desempeño ambiental, pero su extensiva revisión 
teórica y empírica sobre la CKA los lleva a ser escépticos sobre una relación 
simple y predecible entre contaminación e ingreso per cápita. Similares 
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conclusiones surgen del estudio de Dasgupta et al. (2002) y en el trabajo de 
Stern, Common, y Barbier (1996), que destacan problemas fundamentales con 
la hipótesis de la CKA, sobre todo que supone que no existe retroalimentación 
entre calidad ambiental y las posibilidades productivas, y que el comercio 
internacional tiene un efecto neutro sobre el medio ambiente. Efectivamente, 
Stern (2004) encuentra que la CKA se basa en un fundamento estadístico poco 
robusto y en que algunos países en desarrollo han sido exitosos en adoptar 
estándares ambientales de los países desarrollados y tener un desempeño 
económico alto. Por su parte, Panayotou (1997) argumenta que existen formas 
inteligentes de crecer económicamente, achatando la curvatura de la CKA y 
reduciendo el costo de la degradación ambiental. Específicamente, esto requiere 
instituciones y políticas efectivas. Asimismo, Lin y Liscow (2012) en un estudio 
sobre la CKA, utilizando variables instrumentales, concluyen que las 
instituciones políticas tienen un efecto significativo sobre la degradación 
ambiental, y por consiguiente sobre la forma que toma la CKA. Consistente con 
esta evidencia empírica, el estudio “Mejor Crecimiento, Mejor Clima” elaborado 
por The New Climate Economy (2014), concluye que los países en todos los 
niveles de ingreso tienen ahora la oportunidad de construir esquemas de 
crecimiento económico a largo plazo, al tiempo que reducen los riesgos del 
cambio climático y la degradación ambiental.  

2.4 Desde el punto de vista de la competitividad empresarial, en un análisis 
exhaustivo de la literatura, Margolis y Walsh (2003) evalúan 109 estudios 
cuantitativos entre 1972 y 2002 encontrando que 54 de estos revelaron una 
relación positiva significativa entre la responsabilidad ambiental y la 
competitividad, 7 casos mostraron una relación negativa, y en el resto de los 
casos no se pudo hacer una calificación categórica. Igualmente, Jaffe et al. 
(1995), en un estudio sobre el impacto de las regulaciones ambientales en la 
competitividad del sector manufacturero de los Estados Unidos, encuentran a 
través de una revisión exhaustiva de casos de evidencia empírica, que las 
regulaciones ambientales pueden ser no solamente beneficiosas en términos de 
su impacto, sino que también pueden tener un efecto positivo sobre la posición 
competitiva de las industrias. El estudio no encuentra evidencia de que las 
regulaciones ambientales y los costos asociados al abatimiento de la 
contaminación hayan tenido un efecto adverso en sus niveles de competitividad, 
pero que se requiere implementar instrumentos económicos y políticos flexibles 
y costo efectivo para que esto suceda. Managi y Kaneco (2009) en el contexto 
de China llegan a conclusiones similares. 

2.5 Un estudio similar de Albrizio et al. (2014) sobre la evidencia empírica de los 
efectos de la regulación ambiental en el crecimiento de la productividad en 
Europa, concluyen también que la aplicación de políticas ambientales estrictas 
no ha afectado negativamente el crecimiento productivo de los factores. Los 
autores resaltan, entre otros aspectos, el hecho de que las actividades 
económicas de las empresas se pueden beneficiar de las mejoras en el estado 
del medio ambiente resultantes de la regulación. Por ejemplo, dicho estudio 
indica que las industrias que usan agua como insumo se benefician de procesos 
de producción limpia, reduciendo así los recursos utilizados para su purificación. 
De manera similar, los empleados de las empresas son más productivos una vez 
que se reduce la contaminación atmosférica y sus efectos en la salud. A nivel 
macroeconómico, el estudio observa que, ante un descenso inicial de 
productividad frente a mayores regulaciones ambientales en años subsecuentes 
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hay un impulso positivo de productividad. En términos de la productividad 
laboral, también en los Estados Unidos encuentran que los estándares de la 
calidad del aire tienen un efecto importante sobre la productividad y que la 
protección ambiental, en lugar de ser vista como un impuesto sobre productores, 
puede considerarse como una inversión en el capital humano y una herramienta 
para promover el crecimiento económico (Berman y Bui 2001, Graff Zivin y 
Neidell 2012). 

2.6 Porter y Linde (1995) en un trabajo que cambia el paradigma del trade-off entre 
medio ambiente y competitividad, a través de cientos de estudios de caso, 
revelan que las empresas internacionales competitivas no son las que producen 
con los insumos más baratos o en escalas mayores, si no aquellas con la 
capacidad de innovar y mejorar continuamente. Según los autores, estándares 
ambientales bien diseñados pueden permitir este tipo de desarrollo innovador, 
argumentando que empresarios visionarios e innovadores han llegado a apreciar 
el hecho de que las regulaciones establecidas con criterios de efectividad y 
eficiencia los hacen más competitivos en mercados globales. Para la Unión 
Europea, Testa, Iraldo y Frey (2011) confirman que la regulación ambiental 
favorece inversiones en tecnologías avanzadas y el desempeño económico de 
las empresas.  

2.7 Uno de los temas centrales debatidos en el marco de la gestión del medio 
ambiente es cómo se asigna un valor económico al medio ambiente y la 
biodiversidad. Es importante reconocer que más allá de las manifestaciones de 
mercado y la forma cómo se revelan los precios de bienes y servicios, sobre las 
que se toman decisiones de producción y consumo, el valor económico real del 
medio ambiente y la biodiversidad tiene varias dimensiones. Según Pearce 
(1993), el valor económico total se suele dividir en valor de uso y en valor pasivo 
(no uso). El valor de uso está asociado a bienes privados o quasi privados para 
los cuales existen normalmente precios de mercado. Los valores de uso suelen 
ser divididos en: (i) uso directo, asociado a los beneficios directos (p.ej., la 
extracción de madera o alimentos); (ii) uso indirecto, que puede aproximarse por 
servicios públicos que no son reflejados en el mercado (p. ej. la regulación de la 
erosión de suelos que puede proveer un bosque); y (iii) valor de opción, que se 
puede aproximar por la disponibilidad a pagar por tener la posibilidad de un uso 
futuro (p.ej. el valor que puede tener el material genético de una especie para 
uso farmacéutico). El valor pasivo refleja la satisfacción (disponibilidad a pagar) 
por un bien, por el solo hecho de saber de su existencia. Los valores pasivos 
suponen un reto importante a la hora de ser cuantificados dado que están 
relacionados con motivaciones morales, religiosas o estéticas. Típicamente los 
valores pasivos se caracterizan como valores de existencia (mantener la 
existencia de un bien), valores altruistas (el bien debería estar disponible para 
todos en la misma generación) y valores de legado (el bien debería estar 
disponible para las generaciones futuras). Un desempeño ambiental adecuado 
requiere que las sociedades, los decisores de políticas y las empresas 
reconozcan e internalicen estos valores. En las siguientes secciones se ilustran 
condiciones y contextos para incorporar o internalizar estos valores como parte 
de la gestión ambiental.   

B. Gobernanza Ambiental, Marco de Políticas e Instrumentos de Gestión 

2.8 La calidad de la gobernanza ambiental, basada en la aplicación de normas 
e instrumentos de gestión, eficaces y eficientes, está en el centro de las 
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condiciones necesarias para mejorar el desempeño ambiental y alcanzar 
metas de sostenibilidad. La gobernanza ambiental, según el Programa de las 
Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA 2012) requiere de un buen 
funcionamiento e interrelación de los siguientes componentes: (i) el marco 
institucional en sus distintos niveles; (ii) el marco regulatorio, en sus aspectos 
normativos y de políticas; (iii) los instrumentos de gestión, que hacen operativa 
la acción institucional y la aplicación del marco político y legal; (iv) el 
financiamiento y suficiencia de recursos, capaz de aportar los medios necesarios 
para la gestión; (v) los sistemas de información y su accesibilidad; (vi) la 
fiscalización y rendición de cuentas; y (vii) los mecanismos de participación y 
concertación que incorporen a la sociedad civil, así como mecanismos de acción 
colectiva. Esty y Porter (2005) tras analizar el desempeño ambiental para más 
de cincuenta países, concluyen que el desempeño ambiental está directamente 
relacionado con el desarrollo del régimen regulatorio, la capacidad institucional y 
el contexto económico y social en el que operan. Similarmente, varios estudios 
concluyen que, para que una gestión ambiental sea efectiva en términos de 
desempeño, se requiere de una estructura y articulación institucional armónica y 
equilibrada, que tenga suficiente presencia sectorial y local, y con capacidades 
sólidas de regulación y planificación (Larson et al. 2006, Mahon et al. 2011, 
Mazur 2011, Wever et al. 2012, Castro et al. 2015).  

2.9 Por otro lado, Margulis y Vetleseter (1999) y Burtraw (2013) identifican la 
necesidad de una transferencia de capacidades y tecnología a los niveles 
subnacionales como base del éxito. No obstante, Fredriksson et al. (2006), a 
partir de un análisis en 90 países en desarrollo, encuentran que las estructuras 
institucionales descentralizadas parecerían conducir a una aplicación menos 
estricta y más débil de la política ambiental, y más susceptible a presiones 
externas, pero independientemente de la estructura de gestión, ya sea 
centralizada o descentralizada; en todos los casos el fortalecimiento de 
capacidades y competencias es una necesidad básica.  

2.10 La degradación del medio ambiente y del capital natural tiene sus raíces en 
fallas de mercado respecto a la asignación y uso de los recursos. Es 
indispensable que las políticas ambientales y sectoriales establezcan 
señales e incentivos correctos para corregir estas fallas. Sterner (2003) 
resalta varios motivos por los que modelos de desarrollo económico pueden 
llevar a un empeoramiento de la calidad ambiental y pérdida de bienestar social 
como resultado de fallas de mercado: (i) la existencia de externalidades 
negativas, tales como los daños en la salud resultante de la contaminación 
generada por actividades productivas; (ii) la naturaleza de bien público que 
tienen los activos medio-ambientales, por ejemplo los servicios ecosistémicos; y 
(iii) la falta de derechos de propiedad claros en bienes comunales, como los 
recursos pesqueros o el agua. Ello requiere de instrumentos de política pública 
que corrijan dichas fallas de mercado e internalicen costos y beneficios en las 
decisiones de producción y consumo.  

2.11 Existe una vasta literatura económica sobre el medio ambiente en este tema, y 
en la práctica los países han aplicado una gama de instrumentos para corregir 
fallas de mercado, incluyendo medidas de comando y control, instrumentos 
económicos basados en los mercados e instrumentos voluntarios y flexibles 
(Blackman y Rivera 2011, Coria y Sterner 2011). En general, la literatura es 
contundente en demostrar que la sola aplicación de esquemas de comando y 
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control imponen costos innecesarios y pueden llevar a soluciones no eficientes 
desde el punto de vista social y económico. Dentro de un marco de gobernanza 
eficaz, los instrumentos económicos y de mercado y la aplicación de incentivos, 
aplicados correctamente, permiten alcanzar metas de calidad en forma más 
flexible y a menor costo (Russell y Vaughan 2003, Tietenberg 1990).  

2.12 En este contexto, Goulder y Parry (2008) hacen una revisión sobre los diferentes 
instrumentos económicos de gestión ambiental y llegan a las siguientes 
conclusiones: (i) no existe un instrumento de gestión ambiental que sea superior 
a otros cuando se consideran todas las dimensiones y contextos pertinentes; 
(ii) existen trade-offs importantes a la hora de considerar diferentes 
instrumentos, con implicaciones de distribución equitativa y de factibilidad 
política; (iii) dependiendo del contexto, es recomendable diseñar instrumentos 
híbridos que combinen características de varios instrumentos; (iv) más de una 
falla de mercado puede estar en el origen de muchos de los problemas 
ambientales, lo cual justifica el uso de más de un instrumento; y (v) es 
importante considerar las posibles interacciones y efectos contraproducentes 
entre diferentes instrumentos de gestión ambiental cuando son implementados 
sin que exista la adecuada coordinación interinstitucional. Por otro lado, es 
necesario reconocer que estos instrumentos económicos no son necesariamente 
una panacea, y que su aplicación efectiva depende del contexto específico en el 
que se aplican y de su relación con los mecanismos de gobernanza vigentes, en 
especial a la capacidad de monitoreo y fiscalización (Tietenberg 1990, Stavins 
2001, Goulder 2013).  

2.13 Ejemplos exitosos de aplicación de instrumentos económicos se han 
evidenciado en la aplicación de: (i) tasas y cánones de emisión en Holanda, 
España, Portugal, Reino Unido y Finlandia, donde la introducción de impuestos 
en el registro de vehículos según su capacidad de emisiones ha fomentado la 
compra de vehículos menos contaminantes (Potter y Parkhurst 2005); (ii) tasas 
por descargas de aguas residuales que Colombia aplica con ciertos resultados 
positivos, demostrando que se puede incentivar a que las autoridades mejoren 
sus controles y que las empresas manejen sus vertidos (Blackman 2009, INECE 
2009); (iii) incentivos crediticios en Finlandia, Japón y Francia que fomentan la 
adopción de tecnologías limpias (OCDE 2009), o subsidios dirigidos que 
promueven la adopción de prácticas de conservación en el sector agrícola de la 
Unión Europea (Laukkanen y Nauges 2014); y (iv) derechos transables y 
permisos negociables aplicados con éxito para reducir la contaminación 
atmosférica, tal como el programa RECLAIM (Regional Clean Air Incentives 
Market) en los Estados Unidos, primer programa de mercado completo del 
mundo que permite a las empresas cumplir con estándares de calidad del aire y 
límites de emisión (Goulder 2013). En el caso de ALC, la aplicación de 
campañas de información pública sobre contaminación atmosférica han probado 
ser positivas en términos de complementar medidas públicas de restricción 
vehicular y reducir la exposición de la gente en los periodos ambientalmente 
críticos (Mullins y Bharadwaj 2014). 

2.14 En los países de ALC, el uso de instrumentos de mercado para el control de la 
contaminación y el manejo de los recursos naturales es aún limitado. Sin 
embargo, en los últimos años se ha popularizado el concepto de Pagos por 
Servicios Ambientales (PSA) como un mecanismo para reforzar políticas de 
conservación de la biodiversidad, sobre todo en el tema de agua (protección de 
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fuentes en ecosistemas de importancia hidrológica) y preservación de bosques y 
conservación de la biodiversidad (Balvanera et al. 2012). En general, los 
resultados obtenidos con la aplicación de esquemas de PSA han sido mixtos 
(Pattanayak et al. 2010). Entre los casos que se reportan como exitosos se 
encuentran aplicaciones de PSA en: (i) Reino Unido y Australia, que han 
permitido frenar actividades mineras en favor de la creación de áreas protegidas 
(TEEB 2010); (ii) Vietnam, China y Japón, para evitar la destrucción de bosques 
promoviendo el mantenimiento de cuencas y del paisaje tradicional (Hayashi y 
Nishimiya  2010, Adhikari y Boag 2013, Zheng et al. 2013); y (iii) Nicaragua, 
México y Perú, para proteger zonas forestales de recarga hídrica (Pagiola et al. 
2007, Muñoz-Piña et al. 2008). Asimismo, diversos estudios indican que algunos 
esquemas de PSA han podido contribuir al empoderamiento de comunidades y 
organizaciones locales y al fortalecimiento institucional, tales como el Programa 
de Incentivos para la Conservación Socio Bosque de Ecuador, el Programa 
CONAFOR en México y el Programa FONAFIFO en Costa Rica (Larson et al. 
2006, Corbera et al. 2007, Asquith et al. 2008, de Koning et al. 2011, 
Constantino et al. 2012, Kothari et al. 2013, Bremer et al. 2014).   

2.15 En casos en que los PSA no han sido exitosos, según un estudio de Tacconi et 
al. (2013) para nueve países, se identifican como principales causas las  
deficiencias de gestión financiera, los conflictos en la asignación y el reparto de 
beneficios, entre otros. Existe la opinión generalizada de que una gobernanza 
insuficiente, sobre todo la falta de marcos regulatorios y legales, el débil 
desarrollo institucional y la falta de información de valoración de servicios 
ambientales, comprometen el éxito de la aplicación de mecanismos de PSA 
debido a problemas como la búsqueda de rentas, el poder de negociación 
desigual de los compradores y vendedores, los costos de intermediación, la 
volatilidad de los pagos, los costos de oportunidad o los problemas de 
verificación y seguimiento, la distribución de derechos de propiedad, y la 
ausencia de auditorías acreditadas, entre otros (Clements et al. 2010, 
Kronenberg y Hubacek 2013, Mahanty et al. 2013).   

2.16 La claridad respecto a derechos de propiedad y a la seguridad jurídica 
respecto a la tenencia de la tierra, pueden contribuir al mejor manejo de los 
recursos naturales y biodiversidad, y a la inversión privada y pública, 
siempre y cuando vaya acompañado de medidas complementarias de 
gestión e incentivos correctos. Varios estudios sobre los problemas de 
deforestación y la sobreexplotación de recursos pesqueros en ALC han 
enfatizado la falta de derechos de propiedad/recursos y seguridad de tenencia 
como una de las causas principales de esta situación (Castilla y Defeo 2001, 
Larson et al. 2006, Pacheco et al. 2008, Blackman et al. 2014, Locatelli et al. 
2014). Estos estudios destacan la premisa de que la existencia de derechos de 
propiedad y seguridad en la tenencia promueven un mejor uso productivo y 
sostenible de los recursos y favorecen la realización de inversiones de largo 
plazo para mejorar el estado y el valor de la tierra (Kaimowitz 1996, Triana et al. 
2007, Barbier et al. 2011). Asimismo, hay evidencia de que el reconocimiento 
legal de la tenencia de la tierra genera oportunidades de acceso a recursos 
provenientes de los programas de Reducción de Emisiones por Deforestación y 
Degradación de Bosques (REDD+), PSA e incentivos para la conservación 
(Bruce et al. 2010). La evidencia empírica muestra casos que parecen confirmar 
esta aseveración, como el “Programa de Titulación de Tierras en Perú” (Aldana y 
Fort 2001, Antle et al. 2003, Torero y Field 2005), así como casos aplicados a la 
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pesca artesanal, en donde a partir de medidas de regulación de derechos de 
acceso al recurso o a través de la aplicación de Derechos de Uso Territorial en 
la Pesca (TURF), se han logrado recuperar las pesquerías y controlar las 
actividades ilegales mediante el establecimiento de cuotas y vedas, entre otras 
medidas, con los pescadores artesanales (Castilla y Defeo 2001, Pomeroy et al. 
2001, Grafton et al. 2006, Wilen et al. 2012, Orensanz y Seijo 2013).  

2.17 No obstante lo anterior, los derechos de propiedad por sí mismos no garantizan 
la conservación de los recursos naturales y del capital natural. Por ejemplo, 
Liscow (2013) en un estudio quasi experimental con un enfoque de variables 
instrumentales aplicado a Nicaragua, respecto a la relación entre derechos de 
propiedad y deforestación, encuentra que los derechos de propiedad han 
provocado mayores tasas de deforestación al incrementar la productividad y los 
retornos a la agricultura. Similarmente, Robinson et al. (2011) en una revisión de 
131 casos sobre resultados en manejo de bosques bajo distintas condiciones de 
tenencia de la tierra, 56 de los cuales fueron en países de Centroamérica y 
Sudamérica, encontraron que a pesar de que la seguridad en la tenencia de la 
tierra es importante para una mejor gestión forestal, ésta no garantiza la 
conservación forestal. Por lo tanto, como cualquier otro instrumento de gestión, 
la tenencia segura y el título de propiedad, por si mismos, no pueden 
considerarse una panacea universal si no van acompañados de mecanismos 
complementarios efectivos, instituciones sólidas e instrumentos económicos que 
eliminen las características de acceso abierto a los recursos para armonizar los 
intereses individuales con el interés público. Por otro lado, en el caso de los 
pueblos indígenas, el reconocimiento de las diversas formas de tenencia 
ancestral de la tierra pareciera contrastar con los efectos de la privatización de la 
tierra que rompe no únicamente las estructuras y derechos colectivos de estos 
pueblos sino que propicia la fragmentación y cambio de uso del suelo (Plant y 
Hvalkof 2001, Appendini y Torres 2008, OVE 2014b).  

2.18 El instrumento de gestión más utilizado para la conservación de la biodiversidad 
en ALC ha sido la creación de áreas protegidas, cuyo desempeño  se describe 
con mayor detalle en el Capítulo III.  Diversos estudios presentan evidencia de 
que el establecimiento de Áreas Protegidas (AP) a nivel mundial ha tenido un 
efecto positivo respecto a algunos indicadores de deforestación en sus áreas de 
influencia directa e indirecta (Joppa y Pfaff 2010) y en ALC (Andam et al. 2008, 
Nelson y Chomitz 2011, Blackman 2013). Si bien, las AP establecidas con 
anterioridad a 1990 parecen haber tenido resultados algo más eficaces en esta 
materia, algunos estudios sugieren que ofrecer la gestión a las comunidades 
indígenas podría ser más eficaz para luchar contra la deforestación, que la 
creación de áreas protegidas (Miranda et al. 2014). Igualmente, Nelson y 
Chomitz (2011) encuentran que en ALC, la incidencia de incendios (utilizado 
como un indicador de deforestación) se ha reducido en un 3% a 4 % en las 
áreas de protección integral donde se ha prohibido toda actividad extractiva, 
(indicador de deforestación), entre un 5% a 6% en las áreas de protección 
multiuso y entre un 16% a 17% en las áreas protegidas en áreas indígenas. No 
obstante, las AP en general no cuentan con una gestión adecuada y los 
indicadores de biodiversidad y calidad de los ecosistemas están en franco 
deterioro, lo que sugiere una visión más integral sobre la gobernanza y gestión 
de la biodiversidad (DeFries et al. 2005, Dourojeanni y Quiroga 2006, Bovarnick 
et al. 2010, Leverington et al. 2010, UICN y Biodiversity Indicators Partnership 
2010). 
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2.19 En conclusión, el éxito de la aplicación de instrumentos económicos específicos, 
y de políticas de derechos de propiedad, tenencia de tierra y acceso a recursos 
dependen de: (i) fuertes instituciones locales y nacionales con la capacidad de 
hacer cumplir normas y límites de territorios y de hacer respetar derechos 
establecidos; (ii) marcos legales transparentes; y (iii) políticas que fomenten y 
fortalezcan la gestión comunitaria (Larson et al. 2008, Bruce et al. 2010, 
Cronkleton et al. 2011, Robinson et al. 2011, Pacheco 2012).    

2.20 Los sistemas de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) son necesarios 
para garantizar procesos transparentes de toma de decisiones de 
inversión, e instrumentos clave de gestión. Sin embargo, su aplicación 
efectiva requiere evitar prácticas que lo conviertan en un instrumento 
costoso de licenciamiento. Según Acerbi et al. (2014), después de analizar los 
procedimientos de EIA adoptados por 22 países de ALC, encuentran que en 
general la utilización de este instrumento es deficiente y que se ha convertido en 
un "sustituto de facto" de las normas de conservación de la biodiversidad, del 
control de la contaminación y de la planificación del uso del suelo, priorizando un 
enfoque centrado en la gestión de los impactos negativos, y dejando en segundo 
término el fortalecimiento de los procesos de toma de decisiones. Similares 
conclusiones surgen del trabajo de Triana y Enríquez (2007), quienes 
encuentran que la efectividad de las EIA en Latinoamérica aún no ha alcanzado 
los niveles de los países desarrollados, ni los principios establecidos por la 
Asociación Internacional de Evaluación de Impacto (IAIA, por su sigla en inglés). 
En parte, esto se atribuye a la escasa importancia otorgada a los procesos de 
participación pública y coordinación interinstitucional, generalmente aplicados 
cuando ya han sido tomadas las decisiones clave, y también por la ausencia de 
una evaluación real de alternativas para alcanzar la solución que mejor se ajusta 
a las exigencias ambientales (Ahmed 2012). 

2.21 En contraste, una revisión efectuada por la Comisión Europea (2009a) sobre la 
aplicación del instrumento en los países de la Unión Europea durante casi tres 
décadas, ha puesto en evidencia diversos factores fundamentales para el éxito 
de su aplicación en Europa, entre los que se pueden destacar: (i) la capacidad y 
acierto en la fijación de umbrales para su aplicación; (ii) la aplicación de 
procedimientos simplificados y elaboración de criterios de clasificación; (iii) la 
regulación contra la fragmentación de proyectos; (iv) la mejora de apoyo técnico 
institucional para la aplicación de los procedimientos y la publicación de casos 
prácticos y guías; (v) la utilización de este instrumento como base para el 
diálogo abierto y la preocupación común; y (vi) el fortalecimiento de las acciones 
de monitoreo y seguimiento de las medidas propuestas, lo que contribuye a 
mejorar predicciones para el futuro. 

2.22 Disponer de información adecuada y suficiente es uno de los 
condicionantes principales de la gestión ambiental, y del uso y asignación 
del capital natural, como condición necesaria para que decisores de 
políticas, empresas y la sociedad en general tomen medidas de gestión 
adecuadas. A diferencia del área económica y social, la información ambiental y 
de capital natural en ALC es dispersa, lo que no permite llevar a cabo un 
monitoreo sistemático sobre el estado de calidad y cantidad, ni aplicar 
efectivamente instrumentos regulatorios y económicos que requieren de esta 
información (Awe et al. 2015). Algunos estudios identifican la ausencia de 
información ambiental como uno de los factores que generan situaciones de 
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sobreexplotación de recursos, especialmente pesqueros, forestales, y la 
biodiversidad en general (Swan y Gréboval 2004, Arroyo et al. 2010, Miloslavich 
et al. 2011, FAO 2012, ONU-CEPAL 2012), así como de falencias en la 
planificación de territorios (Chomitz et al. 2006). Por otro lado, la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE 2006) reporta que 
inversiones realizadas en redes de monitoreo y sistemas de información han 
sido fundamentales en el fortalecimiento de la gestión ambiental en países en 
desarrollo.  

2.23 La credibilidad y éxito de un sistema nacional de gestión ambiental 
requiere que se apliquen en forma efectiva mecanismos de monitoreo y 
fiscalización. La evidencia empírica muestra que los países que tienen un buen 
desempeño ambiental, son también aquellos que ejercen su capacidad de 
monitorear y sancionar infracciones acordes al daño ambiental (INECE 2009, 
OCDE 2009).  Por ejemplo, un estudio de Shimshack y Ward (2008) señala que 
la imposición de sanciones económicas reduce las infracciones, incluso si se 
producen en otras industrias, y que la aleatoriedad de las inspecciones mejoran 
el resultado, concluyendo que un sistema óptimo de inspección y sanción mejora 
notablemente el desempeño ambiental de las empresas con un bajo costo de 
inversión. A las mismas conclusiones llegan Escobar y Chávez (2013), Dasgupta 
y Wheeler (1998), y Dasgupta et al. (2000), quienes añaden que las 
instalaciones inspeccionadas tienen mejor comportamiento ambiental que las no 
inspeccionadas. La incorporación a la legislación penal de los delitos 
ambientales es cada vez más aplicada en los países como apoyo para mejorar 
el acatamiento ambiental en los casos más graves. En los Estados Unidos esto 
tiene una aplicación generalizada, y algunos cuestionan el costo excesivo que 
imponen los procesos legales, por lo cual es importante balancear políticas que 
requieren cierto grado de comando y control, con instrumentos económicos e 
incentivos apropiados (Almer y Goeschl 2010, Oposa Jr. 1998). 

2.24 El involucramiento de la sociedad en la gestión ambiental y uso de su 
capital natural contribuye a la aceptación del marco regulador y promueve 
su cumplimiento. El requisito de que los actores y todas las partes afectadas e 
interesadas estén bien informados y debidamente consultados, es una buena 
práctica ya consolidada y probada. En general, los procesos participativos de las 
comunidades permite que los proyectos tengan la debida aceptación y apoyo, lo 
cual a su vez redunda en el logro de mejores resultados de ejecución (Seymour 
et al. 2005). El involucramiento social partiendo de un buen sistema de 
información, ofrece, en general, buenos resultados en la gestión ambiental, 
como es el caso de procurar la colaboración ciudadana en la reducción de 
emisiones a la atmósfera; en este sentido, un ejemplo es la política aplicada en 
Santiago de Chile para comunicar a la población de previsiones a corto plazo de 
episodios críticos de contaminación ambiental, habiéndose conseguido reducir 
en un 20% las concentraciones de material particulado el día en el que se 
producen las condiciones críticas (Mullins y Bharadwaj 2014).  

2.25 Los esquemas de comanejo1 de áreas protegidas en Centroamérica, son 
también ejemplos de participación activa de la población local, que bajo ciertas 

                                                           
1
  El comanejo es un esquema de gestión en el que dos o más actores sociales (públicos y/o privados) 

negocian, definen y garantizan entre ellos una distribución justa de la gestión de sus funciones, derechos 
y responsabilidades respecto a la administración de un territorio o recurso natural. El comanejo es 
también conocido como manejo participativo y gestión colaborativa, entre otros. 
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condiciones pueden ser exitosas, sobre todo si cuentan con el adecuado 
respaldo institucional y económico, como es el caso de la Reserva de la Biosfera 
Maya (Guatemala) o el Parque Nacional El Imposible (El Salvador). No obstante, 
los estudios de Blackman et al. (2014) y Bowler et al. (2011), indican que no se 
ha podido demostrar que el esquema de comanejo ofrezca claras ventajas frente 
a otros sistemas de gestión. En general, se requiere que estos esquemas 
funcionen bajo un sistema integral de gobernanza y coordinación institucional, 
con reglas claras sobre su gestión financiera y operativa (PROARCA et al. 1999, 
Constantino et al. 2012). Este tipo de modelos participativos son frecuentemente 
usados en España en los parques nacionales y, en general, en áreas protegidas 
potencialmente conflictivas, donde se establecen órganos colegiados consultivos 
y de rendición de cuentas bajo la denominación de Patronatos o Juntas Rectoras 
(EUROPARC-España 2010). Asimismo, diversos estudios han confirmado la 
eficacia que tiene la incorporación de la población civil o de la propia comunidad 
en los procesos de vigilancia y cumplimiento de los requerimientos ambientales 
(INECE 2009); citando como ejemplos la formación y utilización de voluntarios 
en la vigilancia de actividades forestales y de caza y pesca en Estonia (Casey-
Lefkowitz et al. 1996), o la formación e incorporación de voluntarios de las 
comunidades de pescadores para la vigilancia en Filipinas (GTZ 2003).  

2.26 En este contexto, la evidencia muestra también que las mujeres pueden jugar un 
papel activo en la gestión ambiental debido a la naturaleza única de su 
interacción con el medio ambiente y su acceso al capital natural del que 
dependen sus comunidades, a pesar de que en gran medida están todavía 
ausentes en la toma de decisiones y en los procesos políticos (Shanley et al. 
2011, Matthews et al. 2012, FMAM 2013, Harper et al. 2013). La evidencia en 
ALC muestra que las mujeres desempeñan un rol crucial en el suministro, 
gestión y protección de las aguas, para poder garantizar el abastecimiento y el 
cuidado familiar, así como en el cuidado de los bosques y en la administración 
del capital natural en sus comunidades (ONU-CEPAL 2012). Es también 
ilustrativo el caso de un proyecto de manejo pesquero en Senegal, que logró 
consolidar la formación de un grupo de 200 mujeres procesadoras de pescado, 
quienes exigen la compra de pescado siguiendo normas de tamaño y veda entre 
otros, lo que obliga a los pescadores a mejorar sus prácticas de pesca para 
poder comercializar su producción (Centro de Recursos Costeros 2014).   

C. Transversalidad, multisectorialidad y participación competitiva del sector 
privado 

2.27 Las inversiones en infraestructura y desarrollo productivo son necesarias 
para crecer económicamente, pero pueden ser mejores y de mayor impacto 
para la sociedad si se aprovechan y potencian los beneficios y el valor 
agregado que ofrecen el medio ambiente y el capital natural. La premisa de 
transversalidad y multisectorialidad asociada al concepto de sostenibilidad 
ambiental está reconocida y reflejada en las visiones estratégicas y operativas 
de organismos de financiamiento y cooperación internacional como el BID, el 
Banco Mundial, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), el Banco Asiático de Desarrollo (ADB), y el Fondo para el Medio 
Ambiente Mundial (FMAM), entre otros.  

2.28 Seymour et al. (2005), Dalal-Clayton (2009), la Comisión Europea (2009b), y 
RIDES (2008), entre otros, analizan casos y proponen guías para integrar 
efectivamente la sostenibilidad ambiental y el capital natural dentro de metas y 
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actividades de desarrollo que se ejecutan a nivel de diversos sectores 
productivos y de industria. Esta integración requiere en general la aplicación de 
Evaluaciones Ambientales Estratégicas (EAE) en los niveles más tempranos de 
la planificación de inversiones y políticas públicas.  Específicamente, el concepto 
de “mainstreaming ambiental” reconoce que: (i) el medio ambiente no es un 
sector y que la sostenibilidad va más allá de aplicar salvaguardias, mitigar daños 
y aplicar controles; y (ii) que las inversiones en infraestructura y desarrollo 
productivo en diversos sectores tienen el potencial para crear y maximizar 
beneficios ambientales, reducir costos y prevenir riesgos reputacionales, si es 
que estas inversiones se conceptualizan, diseñan y ejecutan con una visión 
estratégica y multisectorial. El informe de la Comisión Europea concluye que el 
instrumento de EAE ha contribuido a la consideración sistemática y estructurada 
de las preocupaciones ambientales en los procesos de planificación, y ha 
ofrecido mayor formalidad y estructura a los procedimientos de planificación 
contribuyendo a un proceso de toma de decisiones más transparente, 
participativo y efectivo. 

2.29 Diversos ejemplos de proyectos de infraestructura proveen evidencia de la 
integración exitosa del capital natural. A manera de ilustración, un estudio de 
modelización de la cuenca hidrográfica del río Reventazón en Costa Rica 
concluyó que las decisiones estratégicas de la empresa de energía 
hidroeléctrica, para financiar e incluir prácticas puntuales de conservación de 
suelos en cuencas aguas arriba, redujeron en 97% la erosión, lo que les permitió 
un ahorro anual de costos de US$1 millón por concepto de eliminación de 
sedimentos (Bovarnick et al. 2010). Asimismo, mediante una alianza con el 
Instituto Smithsonian, en el Proyecto Camisea se logró emplear un enfoque 
pionero de implantación sin apertura de caminos para minimizar los impactos 
sobre la biodiversidad en la Amazonía peruana (Mata 2012). Los SFD de 
Turismo, Agricultura, Agua y Saneamiento, Energía, y Transporte ofrecen 
acciones específicas que internalizan la sostenibilidad ambiental en sus 
respectivos sectores, incluyendo, entre otros, la puesta en valor turística de 
áreas protegidas, la conservación de los suelos y la reducción de emisiones de 
carbono.   

2.30 La competitividad de las empresas está cada vez más ligada a un clima de 
negocios que premia el desempeño ambiental. El sector privado juega un 
papel vital de inversión e innovación en favor del medio ambiente y de la 
conservación del capital natural. Orlitzky et al. (2003), en un estudio basado 
en un meta análisis de 52 estudios empíricos publicados entre 1972 y 1997, 
concluyen que empresas que toman medidas ambientales responsables, en la 
mayoría de los casos, perciben beneficios económicos positivos, y concluyen 
que para las empresas analizadas con un grado de confianza razonable, la 
relación entre el desempeño social/ambiental y el desempeño económico no es 
negativa. En este sentido, hay un número creciente de estudios que concluyen 
que la relación de las empresas, el medio ambiente y la biodiversidad pueden 
suponer oportunidades para generar valor y para que éstas sean más 
competitivas (Porter y Linde 1995, Esty y Winston 2009). Estudios específicos 
reportan, por ejemplo, beneficios en términos de reducción de costos 
operacionales, a partir de ahorros en el uso de agua y energía (Berchicci y King 
2007), en términos de mejorar el prestigio empresarial y acceso a mercados 
(TEEB 2012), y en términos de acceder a mejores condiciones de financiamiento 
(Hanson et al. 2008, TEEB 2010, Houdet et al. 2012). De forma voluntaria, un 
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número creciente de empresas viene optando por integrar en sus 
procedimientos y procesos productivos los Sistemas de Manejo Ambiental 
(SMA). Estos sistemas representan un compromiso de mejoramiento continuo 
del desempeño ambiental aportando múltiples beneficios financieros y 
económicos. La implementación de dichos sistemas y alineación con 
estándares, como por ejemplo el ISO 14001, pueden abrir acceso a nuevos 
mercados y al mismo tiempo reducir riesgos que, a la vez, pueden traducirse en 
menores costos asociados con seguros y amenazas de litigio (Berchicci y King 
2007, Ahmed 2012). Existe también una preocupación y conciencia ambiental 
creciente de parte de los consumidores a nivel mundial lo que ha creado 
incentivos y oportunidades para empresas innovadoras que diferencian sus 
inversiones y productos por sus atributos de sostenibilidad (Mulder y Koellner 
2011, TEEB 2012).   

2.31 No obstante, existe también evidencia respecto a la necesidad de ser cautelosos 
sobre los efectos que pueden tener los acuerdos voluntarios en la gestión 
ambiental de la industria. Blackman et al. (2009), tras analizar 64 acuerdos 
voluntarios evaluados en Colombia, encuentran que se han logrado resultados 
ambientales limitados, sobre todo en términos de contribuir a mejorar 
capacidades de gestión ambiental en las empresas. Estos acuerdos voluntarios 
son instrumentos complementarios, que de ninguna forma sustituyen la 

necesidad de contar con un sistema integral de gestión de política pública.  

2.32 Asimismo, cada vez más se reconoce que las empresas dependen directa e 
indirectamente de los servicios ecosistémicos para producir los bienes y 
servicios que ofrecen a la economía. Según un informe reciente de TEEB en 
Brasil (Conservation International 2014), el mercado para productos certificados 
o “verdes” está creciendo; los productos agropecuarios orgánicos están 
aumentando su participación en el mercado y han crecido a una tasa anual de 
20%, aunque todavía representan menos del 2% del mercado. Sin embargo, 
todavía es limitada la información con respecto a los servicios ecosistémicos y 
de conocimientos técnicos o gerenciales. No reconocer los efectos de las 
empresas sobre la biodiversidad y los servicios ecosistémicos puede tener como 
consecuencia que se pasen por alto grandes oportunidades para percibir un flujo 
continuo de ganancias (TEEB 2010). En todo el mundo las empresas están 
empezando a prestar atención y a comprender que la pérdida de biodiversidad 
no es únicamente una inquietud ecológica. Por consiguiente, el desafío consiste 
en integrar el valor de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos en los 
modelos de negocio a fin de tener en cuenta estos valores ocultos. Se sabe, por 
ejemplo, que la biodiversidad puede tener un importante potencial económico 
para estudios biogenéticos y la producción de productos medicinales, pudiendo 
captar importantes inversiones en investigación y desarrollo biotecnológico en 
esta materia, como es el caso de los medicamentos fitoterapéuticos cuyo 
mercado mundial se estima en más de 60.000 millones de dólares americanos 
(ONU-CEPAL 2012). 

2.33 La creación y establecimiento de los Principios de Ecuador (Equator Principles2) 
al que se han adherido voluntariamente 65 de los bancos privados más 

                                                           
2
  Los Principios de Ecuador se refieren a un marco de gestión de riesgos ambientales, adoptado por 

instituciones financieras a nivel mundial. Su objetivo es servir como referencia y marco común para 
garantizar que los proyectos, financiados por las entidades financieras, se lleven a cabo de manera 
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importantes del mundo, incluyendo bancos de ALC, apunta también a fortalecer 
el compromiso empresarial privado con el medio ambiente. Más allá de los 
mecanismos voluntarios, varias instituciones financieras en la región, incluyendo 
bancos nacionales de desarrollo, han establecido mandatos y procedimientos 
que promueven mecanismos de gestión de riesgos financieros asociados a la 
reducción de huella de carbono y la sostenibilidad ambiental (de Olloqui et al. 
2013, Smallridge et al. 2013, Nolet et al. 2014). Por ejemplo, el Banco Central de 
Brasil ha integrado la gestión de riesgos socioambientales como requisito de 
regulación bancaria, lo que indica que en forma creciente la exposición a riesgos 
y la calidad de su cartera financiera serán evaluadas también en función de la 
calidad de sus sistemas de manejo de riesgos ambientales. Iniciativas de 
buenas prácticas ambientales en los mercados de capitales han sido 
reconocidas también en las bolsas de valores locales de Chile, Brasil, México y 
Colombia (Sustainalytics y BVC 2014, BM&FBovespa 2015, Bolsa Comercio 
Santiago 2015, Grupo BMV 2015).  

D. Medio ambiente e inclusión social 

2.34 Existe una interdependencia entre muchas comunidades locales, 
particularmente de pueblos indígenas, con sus ecosistemas y 
biodiversidad, como base de sus medios de vida e identidad, lo que hace 
que estas poblaciones sean gestoras y administradoras clave de sus 
ecosistemas y servicios. La evidencia empírica de esta aseveración está 
documentada en varios estudios especializados a nivel mundial (Vedeld et al. 
2004, Grafton et al. 2006, Stoll-Kleemann y Welp 2006, Lemenih y Bekele 2008, 
Boelee et al. 2011, Andrade y Rhodes 2012, Kothari et al. 2013, FAO 2014c). 
Estos estudios resaltan que la inclusión y el empoderamiento de los usuarios de 
recursos confieren una variedad de beneficios sociales que refuerzan el 
compromiso a la conservación y al éxito de la misma. Un estudio solicitado por 
30 organizaciones internacionales líderes en medio ambiente y desarrollo sobre 
la relación entre pobreza y medio ambiente en comunidades dependientes de 
sus recursos naturales, confirma y documenta casos de comunidades que logran 
mejorar sus condiciones de ingreso y calidad de vida a partir de una mayor 
integración de sus actividades productivas con mercados locales y nacionales 
(Pearce 2005). En general, la probabilidad de éxito de intervenciones de esta 
naturaleza aumentan cuando se considera: (i) la inclusión de las comunidades y 
grupos marginados desde el inicio del proceso de toma de decisiones (Reed 
2008, Armstrong 2012); (ii) el fortalecimiento institucional (Bray y Velazquez 
2009, McGrath et al. 2004); (iii) una fuerte cohesión de la comunidad y el 
liderazgo (Berkes 2010, Gutiérrez et al. 2011, Armstrong 2012); (iv) la 
diseminación adecuada de información y capacitación de los actores locales 
(Galvin y Haller 2008, Arévalo y Ros-Tonen 2009); (v) la confianza entre los 
usuarios de los recursos y las autoridades de gestión (Grafton et al. 2006, 
Chhatre et al. 2012); (vi) la reducción de costos de transacción que pueden 
limitar la participación de las comunidades (Pagiola et al. 2007); y (vii) el respeto 
por los contextos socioculturales, normas y derechos aplicables en todas las 
fases de intervención (Stonich 2005, Larson et al. 2006). 

2.35 Las poblaciones más marginadas en las zonas urbanas, costeras y rurales 
son las más expuestas y vulnerables a la degradación ambiental y los 

                                                                                                                                                                             
ambiental y socialmente responsable, aplicando las mejores prácticas de gestión ambiental 
(www.equator-principles.com).  

http://www.equator-principles.com/
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desastres, por lo cual la gestión ambiental basada en la inclusión social y 
el empoderamiento local contribuye a reducir estos riesgos y 
vulnerabilidades. La gestión del medio ambiente y la gestión de riesgos frente a 
desastres están íntimamente ligadas. En muchos casos, la priorización de la 
identificación y reducción de riesgos frente a desastres se ha fundamentado en 
la aplicación de medidas y buenas prácticas ambientales en contextos 
territoriales específicos (Benson et al. 2007). La degradación ambiental es un 
factor que profundiza condiciones de desastres frente a un fenómeno natural, 
como el experimentado por el terremoto de Haití y el Huracán Mitch (Honduras), 
golpeando sobre todo a los más pobres y vulnerables como los pueblos 
indígenas, incluyendo su seguridad alimentaria, medios y formas de vida, y sus 
fuentes de ingreso (Dalberg Global Development Advisors 2010). A partir de 
políticas claras respecto a la planificación territorial, el fortalecimiento 
institucional y el empoderamiento de capacidades locales de gestión, una serie 
de estudios (Becker y Ghimire 2003, Arévalo y Ros-Tonen 2009, Radel 2012, 
Wever et al. 2012) reportan casos exitosos en los que se ha logrado reducir 
condiciones de vulnerabilidad y riesgos a partir de procesos participativos de 
identificación y de reducción de riesgos en los que participan activamente las 
comunidades.  

III. PRINCIPALES DESAFÍOS DE LA REGIÓN Y PROBLEMAS QUE EL BANCO DESEA  

ABORDAR   

3.1 Este capítulo presenta los principales desafíos en cuanto al desempeño 
ambiental de la región en términos generales, el estado del capital natural y los 
principales factores de amenaza a su sustentabilidad, las principales amenazas 
ambientales en términos de la contaminación de los principales recursos 
ambientales y los desafíos de gobernanza, como el factor subyacente que afecta 
el desempeño ambiental de todos los sectores. 

A. La región de ALC es rica en capital natural, pero su desempeño ambiental 
es relativamente modesto, a pesar de avances legales e institucionales en 
las últimas décadas   

3.2 Los países de la región han logrado avances significativos en términos de 
posicionar el tema de la sostenibilidad ambiental como una responsabilidad de 
política pública, creando para ello marcos institucionales y legales, e impulsando 
una mayor conciencia ciudadana. Esta prioridad de los países ha cobrado mayor 
relevancia y ha tomado una nueva dimensión en el contexto de la Convención 
sobre el Cambio Climático y de la evidencia sobre la gravedad del calentamiento 
global, según los Informes del Grupo Intergubernamental de Expertos sobre el 
Cambio Climático (IPCC).    

3.3 ALC proyecta una imagen de abundancia relativa en términos de su capital 
natural, siendo considerada una potencia en términos de biodiversidad, con la 
mayor diversidad en especies y ecosistemas del planeta. A nivel global, la región 
acumula el 40% de la biodiversidad (Bovarnick et al. 2010), acoge  a 11 de los 
14 biomas terrestres (Blackman et al. 2014), 6 de los 17 países mega diversos y 
7 de los 25 hotspots de biodiversidad del mundo (PNUMA 2010a). Se estima 
que la región dispone de casi 9 millones de km2 de bosques naturales, 
incluyendo una cuarta parte (37.000 km2) de los manglares del mundo (FAO 
2010, Siikamäki et al. 2012). Asimismo, más del 30% de agua dulce disponible y 
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aproximadamente el 40% de los recursos hídricos se localizan en ALC (PNUMA 
2010a). La región tiene 700 millones de hectáreas de tierra potencialmente 
cultivable, 570 millones de hectáreas de praderas y más de 800 millones de 
hectáreas de bosques nativos (Bovarnick et al. 2010).  

3.4 En términos de ecosistemas marino costeros, ALC contiene regiones que 
representan una amplia gama de manglares, pastos marinos y ecosistemas 
coralinos. El Caribe por sí solo es particularmente rico, dado que alberga 12.000 
especies marinas registradas, por encima de cualquier otra región de ALC 
(Miloslavich et al. 2011). La región cuenta con más de 30 ecorregiones de 
manglares diferentes a lo largo de 37.000 km2 de costas tropicales y 
subtropicales (Siikamäki et al. 2012). Las costas del Caribe de México, Belice, 
Guatemala y Honduras poseen el segundo sistema de arrecifes más grande del 
mundo. 

3.5 Esta abundancia de capital natural de ALC contrasta con la realidad de un 
proceso de deterioro ambiental y amenazas crecientes a su sustentabilidad, 
consecuencia, en parte, del crecimiento demográfico y económico de la región 
que demanda una explotación cada vez mayor de sus recursos naturales. Entre 
1990 y 2013 la población de ALC creció un 38,5% y su Producto Interno Bruto 
(PIB) aumentó en un 106%, mientras que su PIB per cápita creció en un 49% 
(CEPAL 2014). De continuar esta tendencia, se espera que para 2030 se 
incremente la demanda de energía y agua en un 50% y 25%, respectivamente, 
así como la demanda de alimentos, fibras, productos forestales, tierra agrícola y 
minerales, entre otros (BID 2013b). La creciente concentración demográfica en 
las ciudades también condiciona la demanda de recursos y acentúa condiciones 
ambientales precarias (CEPAL 2014). Este crecimiento conlleva necesidades 
crecientes de inversiones en grandes obras de infraestructura de todo tipo, 
incluyendo puertos y carreteras, tratamiento de aguas residuales, energía y 
minas, entre otros.   

3.6 El deterioro ambiental tiene un costo económico real para los países, que no 
siempre es contabilizado. Estos costos se ilustran, por ejemplo, en los Estudios 
Ambientales de País (CEAs por su sigla en Inglés) que el Banco Mundial ha 
realizado para Colombia, México y Perú, en los que se hacen estimaciones 
conservadoras de costos asociados a procesos de degradación ambiental que 
se pueden prevenir localmente, como pueden ser los daños a la salud, la 
pérdida de productividad por erosión de suelos, y los costos de reparación de 
ciertos pasivos ambientales puntuales. Los resultados de estos estudios sitúan 
el costo económico de la degradación ambiental en torno del 3% del PIB (Banco 
Mundial 2006, 2007). Estos costos reales incurridos por la sociedad, no son 
reflejados en las cuentas nacionales, lo que dificulta a los gobiernos priorizar 
decisiones de inversión pública al respecto.   

3.7 El Índice de Desempeño Ambiental3 (EPI, por su sigla en inglés) (Yale University 
2014) es el único que desde el año 2002 sistemáticamente ha ido monitoreando 
el desempeño relativo de los países, por lo cual el EPI para el 2014 es 
ilustrativo. La desagregación de este índice permite ver que en los países de 
ALC, si bien se benefician por contar con un capital natural relativamente 
abundante, sus bajos niveles de gobernanza ambiental y los procesos crecientes 
de deterioro de su capital natural inciden en su posición relativamente baja en 

                                                           
3
  Ver EPI para mayor información del índice y sus componentes. 

http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getDocument.aspx?DOCNUM=39784527
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relación a países considerados como referentes de buen desempeño. El 
Gráfico 1 compara algunos países seleccionados en términos de la salud 
ambiental y la vitalidad de los ecosistemas, mostrando claramente una brecha 
significativa entre los países de la región con los países que sirven como 
benchmark. En general, existe una gran heterogeneidad de desempeño 
ambiental entre los países de ALC, similar a la dispersión que se registra en  
Asia, donde países como Singapur y Corea del Sur presentan valores de 
desempeño relativamente altos, mientras que países como China, India y 
Vietnam se encuentran en el grupo inferior de desempeño (ver informe EPI).   

Gráfico 1. Índice de Desempeño Ambiental para el año 2014 

 

B. El estado del capital natural muestra tendencias de deterioro creciente en 
términos del estado de los bosques, la biodiversidad y los servicios 
ecosistémicos, tanto terrestres como marino costeros  

3.8 La pérdida de áreas de bosques y la presión por la expansión de la frontera 
agrícola continúan. En los últimos años, la mayor parte de los países de la 
región han adoptado nuevas políticas forestales y/o han actualizado su 
legislación forestal, introduciendo criterios ambientales y de sostenibilidad en el 
aprovechamiento forestal, como es el caso de la creación de incentivos para 
frenar la deforestación a través del Programa REDD+ y la aplicación de sistemas 
de manejo forestal comunitario, que han mostrado resultados favorables 
(Cronkleton et al. 2011). No obstante, la región sigue enfrentándose a crecientes 
procesos de cambio de uso del suelo. Se estima que la región ha perdido 7% de 
su cobertura forestal entre 1990 y 2005 (CEPAL 2015). Desde la década de 
1960, más de 150 millones de hectáreas se han incorporado a la producción 
agropecuaria (Kaimowitz et al. 2004). La tasa anual de pérdida de bosques en la 
región entre 2000 y 2010 fue del 0,46%, el doble de la tasa mundial, que 
representa una pérdida de 4,2 millones de hectáreas al año, aunque parece 
apreciarse una ligera tendencia a la reducción en los últimos años (CEPAL-FAO-
IICA 2012). El Gráfico 2 muestra que, si bien algunos países como Cuba, 
Uruguay, Chile y Costa Rica han incrementado su cobertura forestal (bosques 
nativos y plantaciones) entre 1990 y 2010, la mayoría han acelerado sus 

http://idbdocs.iadb.org/wsdocs/getDocument.aspx?DOCNUM=39784527
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pérdidas de bosques, inclusive con relación a quinquenios pasados, 
especialmente Honduras, Ecuador, Nicaragua, Guatemala, Belice y Paraguay. 

 

Gráfico 2. Cambio en el porcentaje de territorio nacional cubierto de bosque  
desde 1990 a 2010 

 
Fuente: http://estadisticas.cepal.org/cepalstat/WEB_CEPALSTAT/estadisticasIndicadores.asp 

3.9 La pérdida de cobertura forestal es atribuible a una combinación de factores 
directos e indirectos. Entre los factores directos se tiene: (i) la presión para 
ampliar la superficie para los cultivos forestales industriales y de exportación, y 
sobre todo por la demanda creciente de los biocombustibles (bioetanol y 
biodiesel); (ii) la expansión de la ganadería, sector que contribuye con un 45% 
del PIB de la agricultura ampliada en ALC y representa el 13% de la producción 
mundial con un crecimiento del 4% anual; y (iii) la expansión de los sistemas de 
carreteras e infraestructura (ONU-CEPAL 2012). Factores indirectos son: (i) la 
debilidad de la gobernanza ambiental e institucional responsable de la gestión 
forestal; (ii) incertidumbres sobre la titularidad de la tierra y los derechos de 
propiedad; (iii) legislaciones e incentivos económicos que fomentan el cambio de 
uso de suelo hacia la agricultura y ganadería con bonificaciones fiscales, 
subsidios y asignación de derechos posesorios sobre la tierra; y (iv) la no 
incorporación del valor de los servicios ambientales de los bosques en las 
decisiones económicas de los gobiernos y de los agentes privados (Geist y 
Lambin 2002, Kaimowitz et al. 2004, ONU-CEPAL 2012). La pérdida de bosques 
es uno de los factores que afecta directamente la biodiversidad y la vitalidad de 
los ecosistemas, como se describe a continuación.  

3.10 La biodiversidad y los ecosistemas terrestres y marinos se encuentran 
severamente amenazados, con tasas elevadas de pérdida y degradación. 
Los ecosistemas terrestres de ALC en sus diferentes regiones, Mesoamérica, 
Amazonía, Llanos, Chaco y Zonas Andinas, entre otras, contienen una gran 
riqueza de biodiversidad y servicios ambientales que ofrecen sus humedales, 
bosques, acuíferos, lagos y ríos, montañas, praderas y desiertos naturales. No 
obstante, la presión sobre todos los ecosistemas es creciente. Por ejemplo, la 
biodiversidad en el Pantanal y el Cerrado, en Brasil, está amenazada por la 
conversión de la vegetación natural para la ganadería y la agricultura, la 
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contaminación por agroquímicos y la minería, la introducción de especies 
invasoras, y por los residuos urbanos de la ciudades aledañas (Alho 2011, WWF 
2011). Por otro lado, el retroceso de los glaciares andinos y el secado de las 
zonas de humedales y de páramo, como consecuencia del cambio climático, 
está alterando sustancialmente los patrones de flujo de corrientes, presentando 
amenazas para el suministro de agua y la generación de energía (Parry 2007, 
Anderson et al. 2011). Igualmente, las aguas residuales, la producción agrícola y 
la minería están afectando directamente la vida acuática en el río Orinoco, que 
alberga a más de 1.000 especies de peces (Barletta et al. 2010).  

3.11 Considerando que la mitad de la población del Caribe vive a menos de 100 
kilómetros de la costa (Chatwin 2007), en términos de ecosistemas marino 
costeros, esta concentración poblacional impone demandas directas e indirectas 
que ocasionan la pérdida creciente de los medios de vida de comunidades 
costeras por la destrucción de hábitats y la degradación de manglares, 
humedales costeros y arrecifes de coral (Halpern et al. 2008). Por ejemplo, la 
extensión de manglares en ALC ha disminuido un 40% entre 1980 y 2001, 
debido principalmente al desarrollo costero (Valiela et al. 2001), incluyendo la 
actividad agrícola, la construcción de explotaciones acuícolas, y en algunos 
casos por emprendimientos urbano-turísticos (Yáñez y Lara 1999, PNUMA 
2010b). Por otro lado, el 66% de los arrecifes de coral de la región están 
dañados y se han reducido a casi una tercera parte de su valor histórico 
(Sherman et al. 2009). Cerca del 30% de los arrecifes coralinos del Caribe han 
sido destruidos y se espera que en los próximos 20 años se pierda otro 20% 
(PNUMA 2010d), particularmente en la costa oeste de Sudamérica y de 
Centroamérica, el Golfo de México y las costas caribeñas (Burke y Maidens 
2005, PNUMA y CATHALAC 2010, Jackson et al. 2014). Asimismo, se ha 
evidenciado entre 1992 y el 2008 un incremento en los indicadores de 
sobrexplotación de los recursos pesqueros, de 24% a 33% para ALC (FAO 
2012). Según la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la 
Agricultura (FAO) (2014b), los mares de ALC suministraron en torno al 20% de 
la pesca mundial en 2012, sin embargo, las capturas se redujeron durante la 
última década en una media del 8,5% anual, pasando de 20,06 millones de 
toneladas en el año 2000 al 12,3 millones de toneladas en el año 2010.  

3.12 Si se compara la situación de las especies sometidas a algún tipo de amenaza 
desde 1996 (UICN 1996, 1997) a la actualidad (UICN 2015), la situación es 
crítica. ALC cuenta con 5 de los 20 países con mayor número de especies 
animales amenazados o en peligro, y 7 de los 20 países con más especies de 
plantas amenazadas (PNUMA 2010c). El número de especies animales 
extinguidas en la naturaleza se ha incrementado de 99 a 128 entre 1996 y 2014, 
las especies en estado crítico han pasado de 255 a 1.065, y las especies en 
peligro han pasado de 500 en 1996 a 1.624 en 2014. En total se ha triplicado el 
número de especies amenazadas en menos de dos décadas, con incrementos 
intensos sobre todo en Centroamérica. Asimismo, y como suele suceder a nivel 
mundial, la información sobre la situación de especies acuáticas continentales 
en ALC es muy limitada. Como resultado de pérdidas de biodiversidad, la 
reserva genética de la región se está degradando rápidamente. 
Aproximadamente el 40% de especies de plantas medicinales en Sudamérica se 
encuentra amenazada y la región ha perdido cerca del 75% de la diversidad 
genética de sus cultivos agrícolas durante el siglo pasado (PNUMA 2010c, CBD 
2014). 
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3.13 Los países de la región, en un grado u otro, han establecido diversos tipos de 
instrumentos de tipo legal para la protección de la biodiversidad, incluyendo 
sobre todo la creación de áreas protegidas y parques nacionales (Dourojeanni y 
Quiroga 2006). De esta forma, se ha incrementado la superficie protegida en 
ALC hasta superar el 20% del territorio, pasando de 1.966.400 km2 en 1990 a 
4.634.067 km2 en el año 2014 (PNUMA-WCMC 2014). El incremento en la 
declaración de áreas protegidas, incluyendo el número de legislaciones y 
normativas asociadas a la biodiversidad, pareciera no haberse reflejado a la 
fecha en mejores indicadores de biodiversidad, como se describe 
a continuación.   

3.14 Según la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN) y el 
Biodiversity Indicators Partnership (2010), la valoración de la efectividad en el 
manejo de áreas protegidas en ALC es de 0,51 (en una escala de 0 a 1), sólo 
superando a África (0,49), además un 46% de las áreas protegidas en la región 
tienen un manejo claramente inadecuado o con serias deficiencias, y sólo un 
16% tiene un manejo calificado como aceptable. Diversos estudios demuestran 
también que una gran parte de las áreas protegidas se encuentran 
fragmentadas, se hallan mal gestionadas (Brandon et al. 1998, Dudley y Stolton 
1999, DeFries et al. 2005, Leverington et al. 2010) o carecen de suficiente 
financiación (Bruner et al. 2004, Bovarnick et al. 2010). Menos de la mitad de los 
países de ALC han concluido la revisión de sus estrategias nacionales en 
biodiversidad. Según Flores (2010), se estima que del 1% del PIB que los países 
de ALC destinan a la protección del medio ambiente, menos del 0,01% se 
dirigen a la protección de las Áreas Naturales Protegidas (ANP), lo que es el 
equivalente a US$1,18/ha protegida al año. Dichas asignaciones 
presupuestarias, más los fondos de fuentes internacionales, cubren menos del 
54% de las necesidades financieras mínimas de las áreas protegidas terrestres 
existentes en ALC, o el 34% de lo que sería necesario para un manejo 
deseable (“óptimo”).   

3.15 En términos de necesidades financieras globales para administrar las áreas 
protegidas ya creadas en ALC, se estima que es necesario invertir 
aproximadamente US$317 millones adicionales, al año, para atender las 
necesidades mínimas operativas y US$700 millones al año para asegurar un 
manejo adecuado de las AP ya creadas (Bovarnick et al. 2010). Además, cerca 
de US$22 millones al año serian requeridos para expandir la red de áreas 
protegidas a fin de cubrir los vacíos en la representatividad de los tipos de 
ecosistemas encontradas en muchos países de la región (TNC 2007). 

3.16 Intervenciones como esquemas de comanejo público privado de ANP, comanejo 
por pueblos indígenas, mecanismos de pagos por servicios ambientales y 
esquemas de puesta en valor de recursos no maderables, y turismo de 
naturaleza, entre otros, tienen un alto potencial para contribuir a la sostenibilidad 
de la biodiversidad y de los ecosistemas, pero no son suficientes si los países no 
abordan en forma integral políticas públicas y programas de inversiones a largo 
plazo (Blackman et al. 2014). Las políticas públicas actuales, en general, no 
priorizan ni internalizan la importancia de la biodiversidad y de los ecosistemas, 
por lo cual no se pueden detener o contrarrestar aún las principales amenazas: 
(i) presiones económicas que conllevan a la sobreexplotación de recursos, 
acompañadas de infraestructura y asentamientos con carencias de controles y 
normas ambientales apropiadas; (ii) acceso irrestricto a áreas y hábitats 
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naturales, en parte debido a carencias de derechos de propiedad e inseguridad 
de tenencia y debilidades de los sistemas de áreas protegidas; 
(iii) contaminación ambiental, que afecta sobre todo los principales cuerpos de 
agua; y (iv) el cambio climático, entre otros (PNUMA 2010d, Müller et al. 2014). 

3.17 En términos ambientales, la disponibilidad del agua a largo plazo para sus 
diferentes usos es un desafío, especialmente cuando se considera que la 
distribución del recurso es muy desigual. Dos terceras partes de la región 
están clasificadas como áridas o semiáridas, incluyendo el centro y norte de 
México,  así como el noreste de Brasil, y varias regiones andinas en Argentina, 
Chile, Bolivia y Perú. Según la FAO, los usos principales del recurso hídrico son: 
agricultura (73%), consumo doméstico (18%) e industria (9%) (FAO 2014a). Las 
crecientes necesidades de superficie de regadío, los grandes emprendimientos 
hidroeléctricos, y el incremento de la población urbana apuntan a eventuales 
conflictos de uso entre los diferentes sectores y mayores presiones ambientales 
en general (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013). La OCDE (2012) prevé para el 
2050 un aumento de 55% en la demanda de agua, y estima que 40% de la 
población estará ocupando cuencas hidrográficas con estrés hídrico severo. 
México (CONAGUA 2015), por ejemplo, en 2010 tenía 4 de sus 13 regiones 
hidrológicas en situación de estrés hídrico, afectando a 59,8 millones de 
habitantes4. En el caso de Chile, según la Estrategia Nacional de Recursos 
Hídricos 2012-2025 (MOP 2012), 5 de las 13 regiones presentaban niveles 
elevados de estrés hídrico.    

3.18 Ante esta situación, los países han iniciado reformas legales e institucionales 
importantes en los últimos años en relación a la gestión de los recursos hídricos, 
entre ellos México (2014), Perú (2009), Uruguay (2009) y Paraguay (2007). No 
obstante, todavía muchos países carecen de un desarrollo suficiente y adecuado 
de legislación y de políticas de recursos hídricos (Dourojeanni 2010). 
Adicionalmente, una de las principales dificultades para la gestión sostenible del 
agua es la insuficiencia de información. En la mayor parte de países los datos 
son, cuando existen, parciales, heterogéneos y puntuales, en muchos casos 
recogidos por entidades sectoriales con objetivos muy concretos que no resultan 
útiles para el resto de usuarios o gestores (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013, 
ONU-CEPAL 2012). Asimismo, el mapeo institucional sobre la gestión del agua 
muestra una gran heterogeneidad entre ministerios y niveles de gobierno con 
cruces y sobre posiciones de funciones y aplicaciones contradictorias de 
políticas sectoriales. La resolución a largo plazo requerirá esquemas funcionales 
de gestión integral, considerando tres ejes centrales: (i) el fortalecimiento de la 
gobernanza; (ii) la aplicación de instrumentos económicos y financieros; y (iii) la 
mejora de la información sobre la calidad y la cantidad del recurso (ONU-Agua 
2008, PNUMA 2010d). 

C. Los niveles de contaminación ambiental en ALC continúan siendo 
elevados, en relación a parámetros internacionales deseables. 

3.19 La contaminación de cuerpos de agua por vertidos de agua no tratados, así 
como los niveles crecientes de estrés hídrico son desafíos importantes de 
la región, por sus impactos en la salud humana, la calidad de los 
ecosistemas y el desarrollo económico. En términos de contaminación 

                                                           
4
. Baja California (1.250 m

3
/hab./año), Río Bravo (1.144 m

3
/hab./año), Lerma-Santiago-Pacífico 

(1.527 m
3
/hab./año) y Valle de México (160 m

3
/hab./año). 
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hídrica, la situación de ALC es crítica, reflejada en los niveles de degradación de 
importantes ecosistemas acuáticos tanto terrestres (ríos, humedales, lagos) 
como marinos costeros. Si bien la región ha mejorado sus índices de cobertura 
de aguas servidas, se estima que más del 70% de las aguas residuales en ALC 
no reciben tratamiento alguno antes de verterse en ríos, lagos o el mar 
(Jouravlev 2014). Chile se acerca a un nivel cercano al 100% de tratamiento de 
aguas residuales urbanas, pero para los demás países de ALC los niveles son 
muy bajos: México (48%), Brasil y Uruguay (35%); Belice y región del Caribe 
(20%); Colombia, Perú y Bolivia (20%), Ecuador, Argentina y Venezuela (10%), y 
la región de Centroamérica (5%) (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013). 

3.20 A lo anterior, debe sumarse la contaminación por fuentes procedentes de la 
agricultura (químicos y plaguicidas) y por efluentes de la actividad minera, sobre 
todo de la minería e industrias dispersas e informales. Por ejemplo, aunque 
Chile registra niveles altos de tratamiento de aguas residuales domésticas, el 
Índice de Calidad del Agua (ICA) oficial reporta 8 tramos de 33 cuencas con 
aguas en mal estado, destacando la elevada contaminación en química por 
metales en algunas zonas de la VI Región (Mahlknecht y Pastén Zapata 2013). 
Por otro lado, en El Salvador, 20% de sus cauces son catalogados como de 
mala condición ambiental, con indicadores de contaminación por descargas 
orgánicas y de organismos patógenos (coliformes), muy por encima de los 
niveles aceptables, a lo que se asocia una mortalidad infantil por enfermedades 
gastrointestinales de 16 niños por cada 1.000 nacidos vivos (MARN 2014). 

3.21 Los centros urbanos de ALC presentan niveles de contaminación del aire 
muy elevados, por encima de los estándares recomendados por la 
Organización Mundial de la Salud (OMS). A pesar de las mejoras que en los 
último años han realizado muchas ciudades, como México, Bogotá, São Paulo y 
Santiago, al menos 100 millones de personas en ALC están expuestas a la 
contaminación atmosférica a niveles superiores a los recomendados por la OMS 
(Green y Sánchez 2013). En el año 2012, 3,7 millones de personas murieron en 
el mundo por causas directamente asociadas a la contaminación del aire, de los 
que el 4% correspondió al continente americano (OMS 2014). Especialmente 
grave es el caso del Material Particulado5 (PM10), para el cual ciudades de ALC 
superan ampliamente la norma de la OMS de 20 μg/m3 de media anual, como se 
observa en el siguiente Gráfico 3.  

                                                           
5
  Material Particulado es una mezcla de pequeñas partículas sólidas y líquidas en suspensión. La 

contaminación por Material Particulado se compone de un número de componentes, incluyendo ácidos 
(tales como nitratos y sulfatos), químicos orgánicos, metales, y partículas de suelo o polvo. 
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Gráfico 3. Emisiones anuales de PM10 (μg/m3) en ciudades de ALC, Europa  
y América del Norte 

 
           ▀ Europa  ▀ Norteamérica  ▀ América Latina y Caribe 

Fuente: (CEPAL 2015) 

3.22 Igualmente, las emisiones de gases de efecto invernadero en ALC han crecido 
de forma sostenida desde 1990, a una tasa media anual en torno al 1,2%, similar 
a la media mundial (ONU 2010). Las emisiones de dióxido de carbono (CO2) han 
pasado de 1.006 millones de toneladas en 1990 (2,3 t/habitante) a 1.701 
millones de toneladas en 2010 (2,9 t/habitante).  Diversos estudios apuntan al 
transporte motorizado como la principal causa de la contaminación atmosférica 
en las ciudades y el incremento sostenido del parque vehicular (CAF 2011). Los 
países de la región, al respecto, han incrementado sus inversiones en 
infraestructura y sus esquemas de transporte y movilidad con metas de 
reducción de huella de carbono (Li y Colombier 2009), como por ejemplo la 
implementación de los sistemas de transporte público masivo en Brasil, México y 
Colombia. También se ha desarrollado en la región una oferta energética más 
limpia aprovechando el potencial de fuentes de energía renovable (Galindo 
2009). Todos estos esfuerzos son necesarios y harán una contribución 
significativa a reducir los niveles actuales de contaminación, pero se requerirán 
aún cambios significativos de política y de comportamiento económico en temas 
de energía y transporte, acompañados de mayores inversiones, tanto públicas 
como privadas (PNUMA-CEPAL 2010). 

3.23 Prevalecen los botaderos a cielo abierto como forma de disposición final 
de la basura, y continúan siendo un desafío ambiental y de salud pública 
pendiente. La gestión de los desechos sólidos es uno de los principales retos 
ambientales en ALC por las grandes deficiencias de disposición final, tanto en 
municipios urbanos como rurales, con impactos directos sobre la salud de las 
poblaciones y la contaminación de los ecosistemas. Si bien se han registrado 
mejoras en la cobertura de recolección de basura, con una media de 93,4% (BID 
2010), el problema ambiental central se da en la disposición final de los 
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desechos sólidos. Como se refleja en el Gráfico 4, en la mayor parte de los 
países de ALC los desechos sólidos se disponen en vertederos controlados, 
vertederos a cielo abierto o se queman a cielo abierto. 

Gráfico 4. Porcentaje de la población con acceso a sistemas de eliminación de residuos 
sólidos 

 

 

Fuente: Informe de la Evaluación Regional del Manejo de Residuos Sólidos Urbanos en ALC 2010. BID-AIDIS 

3.24 Se estima que un 55% de la población en ALC cuenta con servicio de 
disposición final en rellenos sanitarios para sus residuos sólidos urbanos (BID 
2010), pero esta cifra probablemente está sobrevalorada debido a que algunos 
municipios tienden a reportar vertederos controlados como si fueran rellenos 
sanitarios. Los vertederos (controlados y no controlados) no siempre se sitúan 
en zonas apropiadas, y a menudo se encuentran en zonas sensibles como 
laderas, quebradas y orillas de ríos, y su operación no siempre adecuada genera 
problemas de emisión de gases y descargas de lixiviados no debidamente 
controladas, además de crear condiciones propicias para la proliferación del 
desarrollo de vectores sanitarios (Díaz 2009). La falta de instrumentos y 
capacidades de planificación a nivel municipal es uno de los principales 
obstáculos para afrontar el problema de los residuos. Tan sólo el 19,8% de los 
municipios de ALC cuentan con planes de manejo de residuos sólidos y 
únicamente Uruguay (73,9%), Argentina (74%), Perú (57,2%) y Chile (53,4%) 
superan el 50% de municipios con dichos planes. En ALC se estima que solo el 
2,2% de los residuos son recuperados y reciclados, aunque algunos países y 
ciudades han comenzado a impulsar estas prácticas (BID 2010, ONU-CEPAL 
2012). 

D. Los avances en ALC en la aprobación de leyes ambientales y la creación 
de instituciones rectoras y estructuras de gobernanza no se han traducido 
en condiciones de desempeño efectivas  

3.25 En términos de institucionalidad y marcos legales, todos los países cuentan con 
un algún tipo de ley marco de carácter general (no sectorial) para la gestión del 
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medio ambiente, y en muchos casos con leyes y normativas sectoriales 
específicas, incluyendo normativas de EIA, como se muestra a continuación.  

Tabla 1. Proporción de países de ALC con legislación específica en temas ambientales 
prioritarios 

Legislación 

Ley 
marco de 
gestión 

ambiental 

Residuos 
urbanos 

Agua 
Información 

pública 
Forestal 

Áreas 
protegidas 

Proporción de 
países 

25/25 13/25 15/25 7/25 23/25 20/25 

 

 

 

 

 

3.26 No obstante lo anterior, varios diagnósticos y estudios sobre este tema (Gómez 
et al. 2006, INECE 2009, Bovarnick et al. 2010, Acerbi et al. 2014, Blackman et 
al. 2014) destacan los siguientes desafíos y debilidades:    

a. Instituciones ambientales débiles. Dentro de las estructuras jerárquicas y 
presupuestarias, las instituciones ambientales son por lo general débiles en 
términos presupuestarios, equipamiento técnico y con limitaciones para 
atraer personal técnico calificado y de punta. Estas debilidades que se 
manifiestan a nivel de las instancias nacionales y centrales, se magnifican en 
los niveles locales (provincias y municipios). 

b. Desarrollo limitado de capacidades ambientales en instituciones 
sectoriales. Si bien en los últimos años han surgido iniciativas ambientales 
en sectores productivos y de infraestructura, como transporte, energía, 
agricultura, turismo, vivienda, entre otros, por lo general, los elementos de 
coordinación intersectorial para la aplicación de legislación ambiental 
continúan siendo dispersos y aislados. A esto se añade que muchas políticas 
sectoriales son inconsistentes en relación a un mismo recurso (p. ej. el agua) 
o espacio territorial.  

c. Bajos niveles de inversión y gasto público en medio ambiente6. Diversos 
estudios han tratado de determinar los niveles de gasto público dirigidos a 
proteger el medio ambiente y el capital natural a través de diversas 
metodologías (Eurostat 2005, OCDE 2007b, etc.) y del Sistema de Cuentas 
Ambientales Económicas (SCAE) de las Naciones Unidas (Comisión 
Europea et al. 2012, Oleas-Montalvo 2013). Los hallazgos de estos estudios 
muestran que la inversión y el gasto público en medio ambiente en ALC es 
inferior al 1% del PIB. Solo Brasil, México y Costa Rica superan el 0,6% de 
su PIB, lejos del promedio de la OCDE que se sitúa en el entorno del 1% del 

                                                           
6
  Gasto público ambiental se define como gastos de las instituciones públicas para actividades 

significativas destinadas directamente a la prevención, reducción y eliminación de la contaminación o 
cualquier otra degradación del medio ambiente que resulte de la actividad humana, así como actividades 
de gestión de recursos naturales no destinadas a la explotación de recursos ni a la producción. 

Legislación Atmósfera Biodiversidad Suelo 
Impacto 

ambiental 
Recursos 
pesqueros 

Ordenamiento 
territorial 

Proporción 
de países 

11/25 19/25 6/25 20/25 12/25 13/25 
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PIB (BID 2012, Comisión Europea et al. 2012, ONU-CEPAL 2012, BID 
2013a). Esta situación sugiere la dificultad para disponer de los recursos 
necesarios para hacer frente a los problemas y las amenazas ambientales 

que afectan a ALC.   

d. Deficiencias en la aplicación de la EIA y los sistemas de permisos 
ambientales. Si bien la aplicación de procedimientos de EIA está asentada 
en la mayoría de los países de ALC, con una amplia experiencia por parte de 
las administraciones competentes, las deficiencias y limitaciones son 
evidentes (Triana y Enriquez 2007, Acerbi et al. 2014).  Es especialmente 
destacable la falta de capacidad institucional en el seguimiento de los 
proyectos, el cual muchas veces no se realiza después de que se haya 
expedido la licencia o permiso correspondiente (Astorga 2006). Todo ello ha 
afectado la credibilidad del proceso de EIA. La incorporación de los aspectos 
ambientales a nivel estratégico en el diseño de políticas, planes y programas, 
todavía presenta importantes limitaciones y vacíos, quedando en la mayor 
parte de los casos insuficientemente desarrollado en el marco legislativo 
(CEPAL y MINAMBIENTE-Colombia 2009, OCDE 2007a, UICN-ORMA 2007, 
VBRFMA 2007, CAF 2010, Utrilla 2011). 

e. Incumplimiento de las leyes. Todas las debilidades anteriores generan una 
situación relativamente generalizada en las que las normas y disposiciones 
no se ejecutan a cabalidad y/o no se verifica su cumplimiento. En muchos 
casos, las empresas prefieren pagar multas que llevar a cabo los requisitos 
ambientales (Russell y Vaughan 2003, Akella y Cannon 2004). En este 
sentido, los sistemas de permisos se convierten en costos de transacción 
con poco valor agregado, tanto para las empresas como para la 
conservación del medio ambiente.  

f. Insuficiente aplicación de instrumentos económicos. La aplicación de 
instrumentos económicos y de mercado en ALC, como parte de los 
instrumentos de gestión ambiental, se ha dado en diferentes contextos, como 
por ejemplo la introducción de derechos de propiedad transables para la 
pesca o la implementación de tasas por vertido. No obstante, el énfasis de la 
gestión todavía se apoya principalmente en sistemas administrativos y de 
comando-control, con base en sistemas de permisos y multas, en general 
poco eficientes o mal administrados.  

g. Ausencia de información y cuentas ambientales. En ALC se evidencia  
una carencia notable de información ambiental sistematizada a nivel 
sectorial, y en consecuencia el capital natural no puede ser considerado 
apropiadamente en las cuentas nacionales ni en la definición de la política 
económica.  El mayor déficit de información se refiere a las condiciones 
oferta y demanda de bienes y servicios ecosistémicos y de sus funciones de 
producción ecológica en relación a su contribución económica, 
particularmente en sistemas acuáticos, costeros y marinos (Ferraro y 
Pattanayak 2006, Pullin y Knight 2009, Arroyo et al. 2010, ONU-CEPAL 
2012, Blackman et al. 2014). 

h. Participación muy limitada de sector privado en iniciativas ambientales. 
A pesar de que cada vez son más numerosas las empresas que se adhieren 
a prácticas ambientalmente amigables ante la existencia de incentivos 
financieros en ALC, sobre todo asociado a iniciativas de reducción de huella 
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de carbono y de producción limpia, existen grandes desafíos y brechas en 
relación con empresas en Europa, Canadá y Estados Unidos. Si se 
considera por ejemplo la certificación ISO 14001, cuyo número en LAC a 
pesar de crecer de 711 en 2000 a 10.996 en 2013 (ISO 2015), solo supone 
el 3,6% del total de certificaciones a nivel mundial. 

i. Vulnerabilidad ante riesgos de desastres. Los desastres ocurridos a partir 
de fenómenos naturales (p.ej. huracanes, sequías, inundaciones, terremotos) 
en ALC han demostrado en todos los casos que su severidad ha estado 
determinada fundamentalmente por condiciones ambientales inadecuadas, 
especialmente respecto a la ocupación y uso del territorio, donde el impacto 
mayor es sobre todo en las poblaciones más pobres y desprotegidas, 
incluyendo pueblos indígenas, afrodescendientes y mujeres (Banco Mundial 
2006, 2007, PNUMA 2010d, ONU-CEPAL 2012).   

j. Necesidades de fortalecimiento de comunidades locales y grupos 
indígenas y afrodescendientes. Algunos avances en el fortalecimiento del 
papel de las comunidades locales en la gestión ambiental se han venido 
dando, pero estos esquemas son incipientes y fragmentados (Pacheco et al. 
2008, Bowler et al. 2011).  

3.27 Los desafíos ambientales de la región, asociados a los vacíos de gobernanza e 
institucionalidad, reflejan en gran medida que la importancia de política pública y 
la asignación de inversiones para la conservación del capital natural, no han 
adquirido aún suficiente prioridad política y económica. Esto se debe en parte a 
supuestos, aparentemente contradictorios, sobre crecimiento y medio ambiente 
(“trade offs”) como se analiza en el Capítulo II, así como a necesidades de 
inversión que se priorizan en el marco de ciclos políticos cortos, cuando la 
inversión ambiental requiere en general visiones y necesidades que se 
materializan en el largo plazo. En este sentido, tal como se presenta en la 
evidencia empírica de este SFD, es necesario que los países, 
independientemente de su nivel de ingreso económico, desarrollen instrumentos 
de gestión y gobernanza apropiados, tanto a nivel público como privado, que 
permitan valorizar la contribución del capital natural y de un ambiente más 
limpio, justamente como base de un mejor crecimiento económico y de mejores 
condiciones de vida.  

IV. LECCIONES DE LA EXPERIENCIA DEL BANCO EN EL TEMA DE MEDIO AMBIENTE Y 

BIODIVERSIDAD 

A. Informes de la Oficina de Evaluación y Supervisión (OVE) 

4.1 En el informe “Evaluación Intermedia de los Compromisos del Noveno Aumento 
General de Capital (BID-9): Salvaguardias Medioambientales y Sociales” (OVE 
2013), se examinan los avances del Banco en la implementación de los 
compromisos del BID-9, respecto a la política de Medio Ambiente y 
Cumplimiento de Salvaguardias (OP-703) y las políticas que abordan los 
aspectos sociales y culturales: reasentamiento involuntario (OP-710), pueblos 
indígenas (OP-765) e igualdad de género (OP-761). El documento analiza cómo 
el Banco ha respondido a los resultados y recomendaciones emanadas del 
“Informe del Grupo Asesor Independiente sobre Sustentabilidad” (IAG, por su 
sigla en inglés) de 2011, que revisó el progreso realizado en la implementación 
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de la política OP-703, y proporcionó asesoramiento sobre las posibles mejoras 
de la política y de su aplicación. Específicamente, la evaluación de OVE analiza 
el progreso realizado y el grado de eficacia de las medidas que el BID se 
comprometió a emprender para responder a las cuestiones planteadas en el 
Informe del IAG, respecto de la integración de consideraciones de 
sustentabilidad socioambiental (mainstreaming) y de la aplicación de 
salvaguardias ambientales y sociales en las operaciones que financia el BID.  

4.2 La evaluación de OVE confirma los hallazgos del informe de IAG, de que tanto a 
nivel de los programas corporativos como de las Estrategias de Países, la 
integración de consideraciones de sostenibilidad socioambiental (mainstreaming) 
es un trabajo en progreso. Los esfuerzos continúan fragmentados en este 
ámbito, y el informe recomienda aumentar la atención de los aspectos de 
sostenibilidad promocionando el diálogo intersectorial y coordinando nuevos 
enfoques orientados a mejorar los beneficios medioambientales de los 
proyectos. 

4.3 En el informe “El Cambio Climático y el BID: Creación de Resiliencia y 
Reducción de Emisiones” (OVE 2014a), se examinan las intervenciones del 
Banco que pueden reportar beneficios para el cambio climático, tanto en el 
campo de la mitigación como en adaptación.  En materia de mitigación al cambio 
climático, el documento destaca avances en varios sectores de trabajo del 
Banco, pero identifica como un trabajo pendiente la protección y ordenación de 
los bosques, como estrategia necesaria para contribuir a reducir emisiones de 
gases de efecto invernadero, con la adopción de un programa de inversión 
forestal más sistemático. En cuanto a los resultados en materia de adaptación al 
cambio climático, el documento destaca el largo historial de respaldo del Banco 
en la región en un tema íntimamente relacionado: la gestión de riesgos por 
desastres derivados de fenómenos naturales, que se exasperan con el cambio 
climático, y cuya cartera, en gran medida, es consistente con los niveles de 
vulnerabilidad de los países. No obstante, todavía es limitado el trabajo en 
evaluaciones de riesgo climático, y el Banco debe seguir desarrollando 
conocimiento y experiencia para establecer vínculos más estrechos entre la 
estrategia de adaptación y la gestión del riesgo por desastres.    

4.4 En el documento “Análisis de la Acción del BID en Programas de Manejo de 
Cuencas 1989-2010” (OVE 2012) se resalta, en términos generales, las 
dificultades de evaluar sus resultados por falta de indicadores y se destacan los 
siguientes retos: (i) ausencia de proyectos “integrados” dirigidos al tema, siendo 
más bien componentes dentro de proyectos de saneamiento o infraestructura 
agrícola; y (ii) dificultades en la formación de consensos en la implementación de 
programas transversales por la falta de una estrategia de intervención integrada. 

4.5 OVE también ha realizado evaluaciones específicas sobre “Medidas 
Ambientales en Proyectos Específicos”. Por ejemplo, la evaluación ex post del 
impacto de las medidas de mitigación ambiental en el Proyecto Hidroeléctrico 
Porce II (OVE 2010), en el cual se pone de manifiesto la importancia de contar 
con una línea metodológica estricta en el monitoreo, con el fin de establecer 
tendencias de calidad ambiental de cada aspecto ambiental. Esto permitirá un 
análisis multitemporal, con indicadores que aseguren verificar la efectividad de 
las medidas de mitigación para la consecución de los objetivos de calidad 
ambiental propuestos.   
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B. Lecciones aprendidas de los proyectos 

4.6 Esta sección aborda la experiencia reciente del Banco en el tratamiento del tema 
de medio ambiente y capital natural, a partir de informes recientes del Banco 
sobre el tema, y del análisis de una muestra relevante de operaciones para 
promover la sostenibilidad ambiental.  

4.7 No se incorpora un análisis de la DEM (Matriz de Efectividad en el Desarrollo) en 
este SFD, debido a la transversalidad del tema ambiental y variedad de tipo de 
operaciones que se enmarcan dentro de diversos sectores operativos del Banco. 
La mayor parte de las inversiones en medio ambiente y biodiversidad 
financiadas por el Banco se incorporan principalmente como actividades o 
componentes de operaciones de diferentes sectores productivos y de 
infraestructura que buscan generar resultados de desarrollo propios de cada 
sector. Desde el inicio de la implementación de la DEM en 2009, solo tres 
operaciones de préstamo de inversión presentan objetivos y metas focalizadas 
en forma integral en la temática de medio ambiente. En este sentido, los 
porcentajes de evaluabilidad a ser provistos en una tabla resumen de la DEM no 
aportarían información representativa o pertinente.  

4.8 En el Informe sobre Sostenibilidad de 2014 del BID (2014), se destaca que un 
tercio de los préstamos aprobados en el año, por un monto de 
US$4.400 millones, incorporan actividades relacionados con medio ambiente, en 
temas tan variados como: energía renovable, eficiencia energética, gobernanza 
ambiental y política climática, tratamiento de aguas residuales, residuos sólidos, 
infraestructura sostenible, recuperación y resiliencia urbana, producción limpia, 
adaptación al cambio climático en agricultura, líneas verdes para instituciones 
financieras, turismo sostenible, y gestión de riesgo de desastres. Asimismo, es 
creciente el número de oportunidades en que las políticas de salvaguardias se 
utilizan para generar efectos directos positivos en el ámbito del medio ambiente 
y biodiversidad, como por ejemplo en el Proyecto Hidroeléctrico de Reventazón 
(CR-L1056), el Programa de Fortalecimiento Institucional Ambiental y Social del 
Proyecto Camisea (PE-0233) y el proyecto de Conservación y Desarrollo en 
Áreas de Gran Biodiversidad del Corredor Pasto-Mocoa (CO-T1142).  

4.9 Asimismo, se realizó un análisis de la experiencia del Banco en los temas 
relacionados a la biodiversidad (Mata 2012), el cual destaca que el Banco tiene  
experiencia probada en: (i) conservación de biodiversidad y áreas protegidas; 
(ii) mainstreaming a nivel de políticas (instituciones, manejo ambiental, 
planificación del uso del suelo y cooperación transfronteriza); (iii) mainstreaming 
en los sectores rurales (recursos naturales, manejo de humedales, prevención 
de desastres, turismo y agricultura); (iv) manejo de zonas marino-costeras y 
pesca; (v) paisajes urbanos y saneamiento; (vi) aplicación de las políticas de 
salvaguardias ambientales y sociales; (vii) participación del sector privado; y 
(viii) cambio climático. En este contexto, el Banco ha utilizado diversos 
instrumentos (préstamos, fondos de cooperación técnica, operaciones con 
fondos del FMAM, fondos climáticos, y las ventanillas para el sector privado, 
entre otros). Sin embargo, el análisis de la cartera entre 2006 y 2011 destaca 
que el número de préstamos destinados a estos temas, incluyendo la gestión 
sostenible de los bosques y la gestión de los recursos costeros, se mantuvo en 
niveles bajos con relación a la cartera global del Banco. Asimismo, el estudio 
ofrece algunas recomendaciones para mejorar el trabajo del Banco, entre ellas: 
(i) desarrollar indicadores cuantitativos más claros para el monitoreo y 
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evaluación en términos de biodiversidad y medio ambiente; (ii) incrementar el 
alcance del mainstreaming en el ciclo de proyectos; (iii) estimular la demanda de 
proyectos en los países; (iv) desarrollar sistemas de contabilidad ambiental; y 
(v) fortalecer procesos de gestión de formulación de políticas públicas. 

4.10 En este contexto, en 2012 el Banco estableció un Programa Especial y un fondo 
de múltiples donantes para Biodiversidad y Servicios Ecosistémicos 
(actualmente BIO) (GN-2703). Este programa tiene como objetivo estimular la 
generación, la difusión y el uso de conocimientos aplicados para mejorar la 
eficacia de políticas y programas orientados por las valoraciones de la 
biodiversidad y los servicios ecosistémicos. A través de este programa, el Banco 
busca incrementar y ampliar la asistencia técnica y financiera a los países y, a la 
vez, mejorar su propia capacidad técnica interna para integrar la biodiversidad y 
los servicios ecosistémicos, alineado con los mandatos de desarrollo sostenible, 
alivio de la pobreza e inversiones del sector privado.  

4.11 Desde su aprobación por el Directorio Ejecutivo del Banco en 2013, el Programa 
BIO ha contribuido a generar conocimiento y capacidades en los siguientes 
temas: (i) valorización de servicios ecosistémicos y herramientas para orientar y 
promover la inversión en capital natural en préstamos del sector privado; 
(ii) desarrollo de base de datos sobre biodiversidad, servicios ambientales y 
amenazas en ecosistemas prioritarios de alcance regional; (iii) capacitación de 
profesionales; (iv) análisis de economía ambiental aplicable al desarrollo a través 
de proyectos piloto para internalizar el capital natural en el diseño y factibilidad 
de préstamos sectoriales; y (v) diseminación e intercambio de conocimiento 
sobre manejo integrado de zonas costeras de base ambiental y de resiliencia al 
clima en el Caribe.   

4.12 El trabajo realizado sobre lecciones aprendidas se basa en una muestra de 
proyectos de las que se extraen lecciones y hallazgos relevantes. Para ello 
fueron analizadas operaciones desembolsados en su totalidad o en etapas 
avanzadas de ejecución, que abarcan proyectos focalizados en apoyar la 
conservación de áreas protegidas y gestión ambiental, incluyendo préstamos y 
proyectos de inversión no reembolsable financiados por el FMAM, así como 
proyectos de diversos sectores en entornos rurales y urbanos, en donde la 
gestión y protección ambiental están incorporados como componentes. Se 
realizaron entrevistas a los jefes de equipos de las operaciones identificadas en 
la muestra y a especialistas expertos en fortalecimiento de la gestión ambiental, 
biodiversidad, salvaguardias ambientales, ciudades sostenibles, cambio 
climático, sector privado y gestión de riesgos de desastres.   

4.13 El fortalecimiento de sistemas de gestión y gobernanza ambiental 
requiere de un esfuerzo permanente para permitir a las instituciones 
responder con prontitud y flexibilidad a las demandas crecientes y 
cambiantes dictadas por el crecimiento de la inversión pública y 
privada en los países. El Banco ha apoyado a varios países en fortalecer 
marcos de políticas y sistemas de gobernanza ambiental desde los años 90. 
Inicialmente, impulsó la creación y fortalecimiento de autoridades 
ambientales nacionales (ministerios o agencias de ambiente), acompañados 
de marcos regulatorios. Posteriormente, el énfasis del apoyo evolucionó 
hacia la formulación e implementación de instrumentos de financiamiento 
para la gestión ambiental y la conservación, y más recientemente, el apoyo 
de las operaciones del Banco busca modernizar los sistemas con miras a 
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optimizar la gestión ambiental para contribuir a la competitividad y la 
sostenibilidad.  

4.14 Los casos de los programas de fortalecimiento institucional ambiental en 
Uruguay (UR-L1033; UR-L1083), Panamá (PN0122; PN-L1013) y en varios 
otros países, sobre todo en la década de los años 90, ejemplifican 
operaciones que han logrado crear instituciones y legislación ambiental y en 
algunos casos establecer y consolidar instrumentos de gestión, 
principalmente sistemas de permisos y de Evaluación de Impacto Ambiental 
(EIA). Los resultados de estos programas han sido mixtos, tanto a nivel de 
su sostenibilidad y apoyo político, como de su efectividad. En general, las 
lecciones de este tipo de operaciones apuntan a ciertos aspectos 
importantes que inciden en el éxito de su ejecución: (i) sus características 
demandan un período de maduración que es superior a los plazos de 
ejecución normales de proyectos de inversión; (ii) el mantener en forma 
sostenida la prioridad de la gestión ambiental en las políticas públicas es 
esencial para asegurar el éxito y la sostenibilidad de las reformas 
institucionales; (iii) se requiere contar con mecanismos de coordinación intra 
e inter-institucional, así como con mecanismos de transparencia y 
gobernanza para mejorar el desempeño, tanto de entes reguladores como el 
de empresas públicas y privadas; (iv), la gestión ambiental debe integrarse 
en forma estratégica en las políticas, programas y proyectos de 
infraestructura, buscando no solamente mitigar y viabilizar obras, pero 
generando mayores beneficios y valor agregado; y (v) para el fortalecimiento 
de la gestión ambiental, es indispensable comprender la perspectiva de los 
sectores usuarios y beneficiarios (ministerios de transporte, energía, entre 
otros, así como el sector privado) y lograr su apoyo y compromiso. Estos 
aspectos deben ser considerados en nuevas modalidades y formas 
innovadoras de diseño e implementación de nuevas operaciones de 
fortalecimiento institucional ambiental, de tal forma que este fortalecimiento 
logre efectivamente consolidar sistemas nacionales que faciliten un 
desarrollo sostenible y globalmente competitivo.  

4.15 Es posible conciliar objetivos de desarrollo económico, reducir la presión 
sobre el capital natural y beneficiar comunidades locales (tradicionales y 
pueblos indígenas) que dependen directamente de los servicios 
ambientales. El Banco viene apoyando varias iniciativas de gestión ambiental y 
de conservación de la biodiversidad en el marco de proyectos productivos y 
sectoriales.  

4.16 Por ejemplo, en el Programa de Desarrollo Sostenible del Estado de Acre 
(BR-L0313), se lograron hacer inversiones significativas de rehabilitación de 
carreteras cumpliendo con normas ambientales estrictas, complementadas con 
la creación de áreas protegidas y con sistemas de monitoreo y fiscalización 
verificables. Los estudios de evaluación final del programa indican que las 
acciones realizadas han estado correctamente alineadas para contribuir a una 
reducción de la deforestación, al mismo tiempo que se incrementó la 
competitividad de varios sectores productivos en el área de influencia del 
programa.  

4.17 Igualmente, en el Petén en Guatemala (GU-L0081, GU-L1002), se buscó 
promover la conservación de la Reserva de Biósfera Maya y mejorar las 
condiciones de vida de las poblaciones locales a través la promoción de 
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alternativas sostenibles de uso de los recursos de biodiversidad y del patrimonio 
cultural en áreas protegidas y su entorno, incluyendo la actividad turística, y 
fortalecer la participación local en la protección y gestión adecuada de las áreas 
protegidas. De esta forma, las evaluaciones realizadas de estos programas 
sugieren una contribución positiva respecto al incremento del turismo, el 
aumento de ingresos de las familias a partir de actividades agrícolas y forestales 
más rentables.    

4.18 Diversos proyectos ejemplifican que la conservación y manejo sostenible de 
recursos naturales en comunidades locales y territorios indígenas, acorde con 
sus demandas y valores culturales, permiten mejorar sus condiciones de ingreso 
y calidad de vida, como son los casos de Acre, Petén, y programas de 
conservación, desarrollo forestal, mitigación de riesgos y reducción de los 
efectos del cambio climático en Nicaragua (NI0141, NI-L1048). Los beneficios 
incluyen mejorar las condiciones socioeconómicas de la población y disminuir el 
impacto de los desastres en cuencas prioritarias, incluyendo el fortalecimiento de 
la gestión del riesgo a nivel municipal, así como en la generación de sinergias 
con productores agrícolas para la adaptación al cambio climático. 

4.19 Asimismo, con el respaldo de fondos y socios mundiales, como el FMAM, el 
Banco ha logrado iniciar diversas operaciones orientadas exclusivamente a la 
biodiversidad y a la incorporación del valor de los servicios ambientales. Por 
ejemplo, el proyecto de Conservación y Uso Sostenible de la Tierra y 
Ecosistemas Verticales Andinos en Bolivia (BO-X1001) es un buen ejemplo de 
modelo de gestión adaptativa tradicional indígena de los Ayllus (práctica de 
cultivo fundamental de las comunidades indígenas de los Andes) para la 
conservación de la agro-biodiversidad y el uso sostenible de suelos y agua. Este 
proyecto muestra que modelos que combinan el manejo tradicional con nuevas 
tecnologías pueden resultar exitosos con costos muy bajos. Una lección 
aprendida es que los modelos de parcelas demostrativas permiten poner a 
prueba herramientas adecuadas y diseminar tecnología pertinente a las 
demandas de las comunidades. 

4.20 Además, proyectos de conservación de la biodiversidad marino costera como el 
de Protección de la Biodiversidad en la Región Suroccidental del Caribe 
(CO-X1004) ofrecen lecciones sobre la importancia de conciliar la protección de 
ecosistemas marinos con el uso de la biodiversidad en los sectores productivos, 
y destacan que los ecosistemas y la biodiversidad proporcionan servicios y 
recursos de gran valor económico a las comunidades locales (para la pesca 
artesanal, subsistencia, turismo y protección costera) y a los países 
(principalmente a través del turismo y la pesca industrial), fomentando 
mecanismos innovadores de integración empresarial y desarrollo social.  

4.21 No obstante, a excepción de las operaciones financiadas por el FMAM, la 
mayoría de los proyectos carecen de métricas adecuadas para medir el 
impacto sobre el medio ambiente y la biodiversidad, siendo necesario un 
mayor esfuerzo en desarrollar indicadores mensurables adecuados del capital 
natural, que se incorporen en los resultados estratégicos de la matriz de 
resultados de las operaciones. 

4.22 La planificación y el ordenamiento racional del territorio que integra 
factores de vulnerabilidad y desafíos ambientales de alto impacto social y 
económico, es una herramienta importante para la sostenibilidad de 
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actividades productivas y los medios de vida locales. Ejemplo de esto es la 
Iniciativa de Ciudades Emergentes y Sostenibles (ICES), con más de 40 
ciudades participantes, mostrando experiencias muy relevantes de priorización 
de temas de planificación y ordenamiento territorial, gestión de riesgo de 
desastres, adaptación al cambio climático y manejo de espacio verdes públicos, 
entre otros, lo cual fortalece el vínculo entre desarrollo urbano y sostenibilidad 
ambiental. Con proyectos como los de Islas de la Bahía, en Honduras, (HO0198, 
HO-X1003), se logró sentar las bases técnicas y de planificación necesarias, 
para impulsar el turismo sostenible y la conservación de los ecosistemas 
terrestres y marinos. 

4.23 El sector privado es clave para el desarrollo de iniciativas innovadoras y 
efectivas en lograr resultados que mejoran el desempeño ambiental. 
Proyectos e iniciativas con el sector privado han mostrado ser innovadores y 
efectivos en lograr resultados que mejoran el desempeño ambiental. Los 
proyectos hidroeléctricos Reventazón (Costa Rica) y Chaglla (Perú) ejemplifican 
experiencias exitosas. En estos casos, además de contribuir de manera 
significativa a la generación de energía eléctrica renovable, los planes de 
manejo ambiental de estos proyectos incluyeron offsets para compensar las 
pérdidas de hábitats naturales en los ríos, y prevén alianzas con Organizaciones 
No Gubernamentales (ONG) locales para establecer un corredor biológico. 
Asimismo, operaciones sin garantía soberana han proporcionados a sus clientes 
evaluaciones de servicios ecológicos (Ecosystem Services Appraisals), como 
por ejemplo un análisis silvopastoril en Uruguay o una certificación de aceite de 
palma en Ecuador, entre otros.  Para apoyar la incorporación de aspectos 
ambientales en los negocios de sus clientes, el BID ha utilizado asistencia 
técnica para realizar estudios de costo-beneficio y factibilidad técnica, 
proporcionado instrumentos de gestión y fondos concesionales para reducir 
riesgos y/o absorber los costos adicionales inherentes en estos proyectos.   

4.24 Las políticas públicas de gestión ambiental con enfoque preventivo apoyan 
la incorporación de prácticas más sustentables por parte del sector 
productivo. Operaciones como el Programa de Gestión Ambiental para una 
Producción Sustentable en el Sector Productivo en Argentina (AR-L1026), 
también muestra que se puede lograr resultados financieros y ambientales 
positivos cuando se trabaja con las pequeñas y medianas empresas (PyME) en 
procesos de producción limpia,  las que consiguen reducir el uso de materiales, 
los residuos e insumos de energía, agua y otros recursos, disminuyendo a su 
vez su huella de carbono y mejorando la calidad del medio ambiente, al tiempo 
que reducen sus costos operativos, mejoran sus ingresos y acceden a mercados 
en forma más competitiva. Una lección aprendida importante es que las 
autoridades ambientales encontraron una forma de trabajar con las 
empresas no solo como fiscalizadores sino como aliados para mejorar 
condiciones ambientales. Mucha empresas que estuvieron al borde de ser 
penalizadas y cerradas, gracias al apoyo del programa han podido reinventarse 
como empresas limpias, generando empleos e ingresos en sus comunidades.  

C. Ventajas comparativas del Banco en medio ambiente y biodiversidad 

4.25 La principal ventaja comparativa del Banco es su capacidad demostrada de 
internalizar los temas de medio ambiente y biodiversidad dentro de las 
operaciones regulares de financiamiento, tanto público como privado. El 
Banco ha prestado apoyo en estos temas en un amplio espectro de 
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operaciones que incluyen proyectos específicos en áreas protegidas, hasta 
operaciones en que la gestión del medio ambiente y la biodiversidad es un 
componente de proyectos en diferentes sectores y en entornos rurales y 
urbanos. Ello demuestra tanto la capacidad interna del Banco para integrar 
estos temas en su labor, como su gran potencial para apalancar recursos e 
incrementar la escala de sus operaciones, en vista de su capacidad de 
recurrir a una variedad de instrumentos económicos que le permite satisfacer 
las distintas necesidades de los países miembros, tanto grandes como 
pequeños.  

4.26 Como resultado de su relación directa con los ministerios de hacienda y el 
papel que ejerce en el sector privado, el Banco posee una ventaja 
comparativa para promover un diálogo de políticas que mejoren la gestión 
ambiental y la integración del valor del capital natural en las prioridades de 
política económica. Igualmente, la capacidad del Banco de promover la 
cooperación entre los sectores público y privado es una ventaja comparativa 
importante que distingue al BID de otras entidades que trabajan en la esfera 
de medio ambiente y biodiversidad; dicha capacidad crea un espacio para 
emprender acciones coordinadas para enfrentar los desafíos en materia de 
infraestructura, por ejemplo fortaleciendo la capacidad pública para imprimir 
eficacia en la planificación de la infraestructura, al mismo tiempo que 
respalda la inversión privada para su implantación.    

4.27 Por otro lado, el Banco viene fortaleciendo su posicionamiento estratégico en 
estos temas, contribuyendo a la generación de conocimiento y fortaleciendo 
el establecimiento de alianzas estratégicas, tanto con la comunidad 
académica como con el sector privado.  

4.28 El Banco priorizará sus acciones en medio ambiente y biodiversidad en 
función de su posicionamiento y ventaja comparativa en los países como 
fuente de financiamiento para el desarrollo. En este sentido, estas ventajas 
comparativas se reflejan en los siguientes aspectos: (i) gobernanza, marco 
de políticas y desarrollo institucional; (ii) competitividad, infraestructura y 
desarrollo del sector privado; y (iii) inclusión social. En general, el Banco no 
asumirá un papel de liderazgo en temas que son de competencia directa de 
agencias y entidades ambientales especializadas.   

V. METAS, PRINCIPIOS, DIMENSIONES DEL ÉXITO Y LÍNEAS DE ACCIÓN QUE 

GUIARÁN LAS ACTIVIDADES OPERATIVAS Y DE INVESTIGACIÓN DEL BANCO   

A. Meta y principios del trabajo del Banco en medio ambiente y biodiversidad  

5.1 La meta para el trabajo del Banco es contribuir a que los países de la región 
alcancen altos niveles de desempeño ambiental reflejados en: (i) la permanencia 
y funcionalidad de los ecosistemas terrestres y marinos, y la disponibilidad del 
capital natural en condiciones de calidad, proveyendo bienes y servicios a la 
economía y a los medios de vida de la población -especialmente los más pobres; 
y (ii) condiciones mejoradas de salud y calidad de vida de las poblaciones por la 
reducción en los niveles de contaminación ambiental.   

5.2 Para propósitos de este SFD se definen los siguientes principios o criterios 
orientadores de las eventuales intervenciones del Banco:  
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a. Transversalidad, considerando que el medio ambiente no es un sector y 
que las acciones del Banco requieren intervenciones que cruzan todos los 
sectores, con responsabilidades compartidas en todas las áreas, tanto 
públicas como privadas. 

b. Competitividad, reconociendo que el capital natural, tanto en sus 
dimensiones de cantidad y calidad, es un factor de competitividad en 
sectores productivos y es la base de crecimiento económico futuro,  
ofreciendo oportunidades de puesta en valor y de generación de ingresos.  

c. Inclusión social, reconociendo la importancia de los ecosistemas y su 
biodiversidad para los medios de vida de poblaciones locales, comunidades 
rurales y pueblos indígenas.    

d. Alcance global y regional (transfronterizo), destacando que el medio 
ambiente y la biodiversidad no reconocen fronteras, y se manifiestan en 
corredores biológicos, ríos transfronterizos y ecosistemas regionales 
transnacionales, terrestres y marinos, que requieren acciones conjuntas e 
integradas entre países y acciones de carácter global, como es el caso del 
cambio climático.   

B. Dimensiones del éxito, líneas de acción y actividades  

5.3 Para alcanzar metas de sostenibilidad ambiental, se proponen tres dimensiones 
de éxito, cada una con sus principales líneas de acción y actividades 
recomendadas. Estas dimensiones de éxito y acciones propuestas se sustentan 
en la evidencia empírica y los desafíos que enfrenta ALC, así como en criterios 
de evaluabilidad, con el fin de asegurar que las intervenciones propuestas estén 
sustentadas en pruebas piloto o modelos probados que garanticen la efectividad 
de estas intervenciones en los contextos específicos en los que se apliquen. Por 
otro lado, las prioridades de acción que se proponen permitirán al Banco 
promover la innovación y las mejores prácticas y respaldar a los países 
miembros en el cumplimiento de los compromisos asumidos en acuerdos 
internacionales. 

5.4 Dimensión de Éxito 1. Los sistemas de gobernanza ambiental, incluyendo 
políticas públicas y programas de inversión ambiental, operan en forma 
eficiente y efectiva. La evidencia presentada y el diagnóstico de desafíos 
ambientales de la región indican que el desempeño ambiental está determinado 
fundamentalmente por la calidad de las instituciones y estructuras de 
gobernanza, de las políticas públicas y de la asignación del presupuesto público 
para proteger el capital natural.  

5.5 Las líneas de acción propuestas para esta dimensión de éxito apuntan a 
responder a estas necesidades: 

5.6 Línea de acción 1.1: Fortalecer y mejorar: (i) el desempeño de los sistemas 
nacionales de gobernanza ambiental a nivel nacional y subnacional, con criterios 
de eficiencia y efectividad respecto a la aplicación de normas y estándares 
ambientales, a la gestión estratégica, y al monitoreo, fiscalización y cumplimiento 
(enforcement) de la ley; y (ii) el desempeño de sistemas de gestión ambiental 
regionales (transfronterizos) y globales.  

5.7 Para implementar esta línea de acción se propone que el Banco priorice las 
siguientes Actividades Operativas: 
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a. Fortalecimiento de capacidades de gestión ambiental en las instancias 
locales y sectoriales responsables de la aplicación legal y normativa, 
incluyendo municipalidades y gobiernos provinciales y/o regionales. 

b. Formulación y desarrollo de políticas de medio ambiente y recursos 
naturales, incluyendo políticas sectoriales que incorporen incentivos 
correctos de sostenibilidad y reduzcan desincentivos a la inversión privada.  

c. Implementación de instrumentos económicos y financieros apropiados para 
internalizar o corregir fallas de mercado que generan externalidades 
ambientales.   

d. Fortalecimiento de capacidades técnicas y analíticas de valoración del 
capital natural en los países, incluyendo procesos de planificación del 
desarrollo sectorial y en los sistemas financieros y mercados de capital.    

e. Desarrollo de sistemas nacionales de contabilidad ambiental que permitan 
medir, monitorear y comparar el estado y la evolución del capital natural, 
incluyendo sistemas de información basados en tecnologías modernas de 
monitoreo. 

f. Modernización de los procesos nacionales de EIA y sistemas de permisos 
ambientales, y desarrollo de capacidades para llevar a cabo las EAE, de tal 
forma que sean instrumentos efectivos de gestión y de generación de valor 
agregado al desarrollo económico y social sostenible.  

g. Fortalecimiento de mecanismos de participación de la sociedad civil y 
comunidades locales en los procesos de gestión ambiental y uso del capital 
natural. 

h. Fortalecimiento de instancias y mecanismos de gobernanza con mandatos 
de gestión de ecosistemas regionales prioritarios (p. ej., aguas 
internacionales territoriales, cuencas compartidas; zonas marinas costeras, 
corredores biológicos y AP. 

5.8 Línea de acción 1.2: Promover inversiones que reduzcan la presión sobre el 
medio ambiente y el capital natural, en el contexto específico de las necesidades 
y demandas de cada país.    

5.9 Para implementar esta línea de acción se propone que el Banco priorice las 
siguientes Actividades Operativas: 

a. Fortalecimiento de esquemas institucionales de gestión y mecanismos 
financieros viables para ampliar los esfuerzos de conservación y el manejo 
efectivo de áreas protegidas, corredores biológicos y ecosistemas 
amenazados, incluyendo ecosistemas transfronterizos de gran escala y 
corredores biológicos de importancia regional.  

b. Gestión integrada de zonas costeras, para el desarrollo productivo y 
económico y de los recursos costeros, aumentando su resiliencia frente a 
riesgos asociados a desastres naturales y al cambio climático. 

c. Descontaminación y recuperación de ecosistemas costeros y terrestres.  

d. Descontaminación de suelos en el marco de una gestión integrada de 
desechos sólidos.  
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e. Gestión ambiental urbana promoviendo el desarrollo de espacios verdes y 
ecosistemas urbanos, la descontaminación del aire en todas sus formas, y 
la reducción de riesgos de desastres y amenazas climáticas.  

5.10 Dimensión de Éxito 2. Se incrementa la competitividad sectorial, 
pública y privada, a partir de intervenciones de transversalidad 
ambiental y de puesta en valor del capital natural (mainstreaming). La 

evidencia empírica y el diagnóstico realizado demuestran que a partir de la 
transversalidad del medio ambiente, las acciones de mayor impacto sobre el uso 
del capital natural y la calidad del medio ambiente se dan en el ámbito de 
intervenciones económicas de tipo sectorial, por lo cual, el mainstreaming 
ambiental es una condición necesaria de sustentabilidad.  

5.11 La línea de acción propuesta para esta dimensión de éxito apunta a responder a 
estas necesidades: 

5.12 Línea de acción 2.1: Promover la incorporación transversal sistemática del valor 
económico de bienes y servicios ambientales en sectores productivos y de 
infraestructura, incluyendo oportunidades de inversión pública y privada en 
iniciativas innovadoras que tengan como objetivo la reducción de huella de 
carbono, la protección del medio ambiente y la conservación y puesta en valor 
del capital natural.   

5.13 Esta línea de acción requiere intervenciones de carácter transversal y 
multisectorial vinculadas a más de un sector en específico, tanto a nivel interno 
del Banco, cómo a nivel interinstitucional en los países, en temas como 
saneamiento ambiental y urbano, seguridad de tenencia, manejo de recursos 
naturales, disponibilidad hídrica y cambio climático, entre otros. En gran medida, 
estas acciones están priorizadas en los Documentos de Marco Sectorial 
recientemente aprobados (Agricultura y Recursos Naturales (GN-2709-2), Agua 
y Saneamiento (GN-2781-3), Transporte (GN-2740), Turismo (GN-2779-3), 
Genero y Diversidad (GN-2800), Integración y Comercio (GN-2715)), y por 
aprobarse (Energía y Cambio Climático).  

5.14 En el presente SFD se priorizan las siguientes Actividades Operativas, que no 
han quedado identificadas en dichos SFD y que, complementando a estas, 
contribuyen en forma significativa a la Dimensión de Éxito 2:  

a. Implementación de estrategias de sostenibilidad en sectores de alto impacto 
ambiental y social, como puede ser el caso de minería, hidrocarburos, 
hidroelectricidad y desarrollo urbano entre otros.    

b. Promoción del desarrollo de mecanismos de financiamiento ambiental de 
mediano y largo plazo en el contexto de los programas de estructuración de 
financiamiento público y privado.  

c. Desarrollo de alianzas estratégicas con entidades privadas y sin fines de 
lucro para promover la inversión la capacitación, y mecanismos innovadores 
para proteger el capital natural. 

d. Apoyo a modelos innovadores de negocios empresariales, de 
instrumentación financiera y de infraestructura verde. 

e. Fomento y creación de mercados verdes para bienes y servicios de alto 
impacto social y ambiental, incluyendo mecanismos de incentivo a través 
del financiamiento y de los mercados de capitales. 
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f. Impulso a programas de certificación ambiental vinculados a acceso a 
mercados nacionales e internacionales y otros esquemas de protocolos de 
sostenibilidad. 

g. Fomento a procesos de Producción más Limpia (PmL) en PyMES con 
metas de mejora de calidad ambiental y criterios de rentabilidad. 

h. Apalancamiento de inversión privada a través de mecanismos innovadores 
de financiamiento para la sostenibilidad ambiental. 

i. Promoción de prácticas empresariales y corporativas de reportes de 
sostenibilidad ambiental, tanto a nivel público como privado. 

5.15 Dimensión de Éxito 3. Las poblaciones marginadas y comunidades 
indígenas reducen su vulnerabilidad y exposición a factores de 
degradación ambiental y riesgos de desastres, y mejoran sus 
condiciones de ingreso y calidad de vida asociado a su capital 
natural. La evidencia y los diagnósticos realizados muestran que en ALC las 

poblaciones vulnerables urbanas y rurales, incluyendo pueblos indígenas y 
comunidades dependientes de sus recursos naturales (p. ej. pesca, bosques), 
son los grupos más afectados cuando ocurren eventos de desastres y los más 
expuestos a condiciones ambientales deterioradas. Por otro lado, la evidencia 
muestra, también, que a nivel de comunidades tradicionales y pueblos 
indígenas, la calidad y disponibilidad del capital natural es fundamental a sus 
medios de vida.  

5.16 Las siguientes dos líneas de acción propuestas apuntan en este sentido:  

5.17 Línea de acción 3.1: Implementar esquemas de planificación y uso de territorios 
y de asentamientos humanos que mejoren condiciones ambientales locales y la 
seguridad física de las poblaciones frente a amenazas y vulnerabilidades ante 
desastres y ante la degradación ambiental.    

5.18 Para implementar esta línea de acción se propone que el Banco priorice las 
siguientes Actividades Operativas:  

a. Implementación de medidas integrales de gestión de riesgos ante desastres, 
incorporando acciones prioritarias de identificación y reducción de riesgos y 
de adaptación al cambio climático.  

b. Fortalecimiento de capacidades de gestión ambiental a nivel municipal y 
local, fortaleciendo procesos participativos de empoderamiento local y 
comunitario. 

5.19 Línea de acción 3.2: Propiciar la conservación y manejo del capital natural en 
comunidades locales y territorios indígenas que les permitan mejorar sus 
condiciones de calidad de vida y de generación de ingresos, acorde con sus 
demandas y valores culturales. 

5.20 Para implementar esta línea de acción se propone que el Banco priorice las 
siguientes Actividades Operativas:   

a. Intervenciones de apoyo para proteger los ecosistemas y medios de vida 
(livelihoods) de los cuales dependen los pueblos indígenas.  

b. Identificación de mercados y oportunidades de negocio e incorporación a 
cadenas de valor, incluyendo la integración de comunidades tradicionales e 
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indígenas con el sector privado en la puesta en valor y repartición de 
beneficios de los servicios ambientales.  

c. Financiamiento de proyectos priorizados de alto impacto ambiental y social. 

d. Empoderamiento de las mujeres, garantizando su participación en los 
beneficios de la gestión del capital natural y la toma de decisiones.  

5.21 Finalmente, se propone que para las tres dimensiones arriba mencionadas, el 
Banco priorice las siguientes Actividades Analíticas y de Conocimiento: 

a. Realización de estudios analíticos para la medición de la calidad de la 
gobernanza y el desempeño ambiental en la región, proporcionando 
indicadores comparables entre los países de la región que ayude en la 
priorización de actividades de fortalecimiento de la gestión ambiental del 
Banco. 

b. Realización y diseminación de evaluaciones económicas del impacto y la 
efectividad de instrumentos económicos utilizados en la región, identificando 
las mejores prácticas y los factores determinantes claves para el éxito en su 
aplicación. 

c. Realización de estudios de resiliencia al cambio climático en el contexto del 
Manejo Integrado de Zonas Costeras y sus ecosistemas, enfocado en el 
desarrollo de instrumentos de política, modelos de evaluación de impacto y 
sistemas de monitoreo. 

d. Desarrollo de una metodología de contabilidad del capital natural y su 
integración a los esquemas de evaluación de impacto en los proyectos del 
Banco, identificando los indicadores apropiados de medición y evaluación.  

e. Expansión del uso de metodologías que incorporen aspectos ambientales, 
entre otros factores para apoyar la sostenibilidad de proyectos en 
infraestructura y otros sectores. 
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